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RESUMEN 

La investigación tuvo como objetivo general determinar la descarga 

procesal al aplicar la justicia comunal en el delito de usurpación en las fiscalías 

provinciales penales corporativas de Lauricocha, analizando las 

investigaciones de los años 2019, 2020 y 2021, cuya hipótesis fue 

comprobada al determinarse una significante descarga procesal al aplicar la 

justicia comunal. 

El tipo de investigación utilizada fue la aplicada, utilizando en las 

investigación de usurpación de los años 2019, 2020 y 2021 un test de 

cumplimiento de los requisitos determinados en el acuerdo plenario N.° 1-

2009/CJ-116 para la aplicación de la justicia comunal, para luego determinar 

la descarga procesal que generaría, el nivel de investigación fue descriptivo – 

explicativo y el diseño el correlacional; pues se determinó la relación entre la 

aplicación de la justicia comunal y la descarga procesal en el delito de 

usurpación, la población estuvo conformada por 56 carpetas fiscales cuyos 

datos fueron recopilados a través de la ficha de análisis de expediente, así 

como por 8 operadores del ministerio público conformado por 4 fiscales y 4 

asistentes de función fiscal a quienes se le realizo un cuestionario. 

Los resultados obtenidos muestran que un alto porcentaje de las 

investigaciones presentadas en los años 2019, 2020 y 2021 cumplen con los 

parámetros demarcados en el acuerdo plenario N.° 1-2009/CJ-116, y por lo 

tanto debió aplicarse la justicia comunal, generándose una descarga procesal 

significativa en estos procesos de usurpación por cuanto estos se hubiesen 

visto reducidos en un 70%, conforme se tiene de los resultados obtenidos, 

razón por la cual en base a los resultados obtenidos se recomienda que se 

realice un análisis de procedencia dentro de las actuaciones de investigación 

preliminar en el delito de usurpación para determinar si corresponde la 

aplicación de la justicia comunal o la justicia ordinaria.  

Palabras clave: justicia comunal, descarga procesal, usurpación, 

acuerdo plenario, carpetas fiscales. 
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ABSTRACT 

The general objective of the investigation was to determine the 

procedural discharge when applying communal justice in crimes of usurpation 

in the corporate criminal prosecutor's offices of Lauricocha, analyzing the 

investigations of the years 2019, 2020 and 2021, whose hypothesis was 

verified when determining a significant discharge. procedure when applying 

communal justice. 

The type of investigation used was the applied one, using in the 

usurpation investigation of the years 2019, 2020 and 2021 a test of compliance 

with the requirements determined in the plenary agreement No. 1-2009/CJ-

116 for the application of the communal justice, to later determine the 

procedural discharge that it would generate, the level of investigation was 

descriptive - explanatory and the design was correlational; Since the 

relationship between the application of communal justice and the procedural 

discharge in the crimes of usurpation was determined, the population was 

made up of 56 tax folders whose data was collected through the file analysis 

file, as well as by 8 operators of the public ministry made up of 4 prosecutors 

and 4 assistants of fiscal function to whom a questionnaire was carried out. 

The results obtained show that a high percentage of the investigations 

presented in the years 2019, 2020 and 2021 comply with the parameters 

demarcated in the plenary agreement No. 1-2009/CJ-116, and therefore 

communal justice should have been applied, generating a significant 

procedural discharge in these usurpation processes since these would have 

been reduced by 70%, as indicated by the results obtained, so that in view of 

the results obtained it is recommended that an analysis of origin be carried out 

within the Preliminary investigation actions of the crimes of usurpation to 

determine if the application of communal justice or ordinary justice 

corresponds. 

Keywords: communal justice, procedural discharge, usurpation, plenary 

agreement, fiscal files. 
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INTRODUCCIÓN 

En el momento de que nuestra asamblea constituyente acepto la 

existencia de un derecho  basado en  la costumbre y las manifestaciones 

tradicionales que tenían arraigo histórico, que se manifiesta y rige dentro del 

territorio de las organizaciones sociales tradicionales y ancestrales que 

existen en nuestro país otorgándole la denominación de Consuetudinario a 

aquel derecho que se manifestaba en las comunidades campesinas así como 

en las llamadas nativas, las mismas que muestran en su forma  organizativa 

la presencia de juntas directivas, órganos de dirección o núcleos organizados 

llamados rondas campesinas quienes se irrogan la responsabilidad de 

solucionar los conflictos que se presentan, así como mantener el orden dentro 

de dichas organizaciones sociales, este ejercicio o actos de control muestran 

rasgos jurisdiccionales que conforme al reconocimiento constitucional forman 

parte del sistema de justicia nacional. Esta facultad jurisdiccional también se 

encuentra presente y reconocido por la norma procesal penal al señalar los 

parámetros máximos de acción de la jurisdicción penal ordinaria en su artículo 

18°, declarándose no competente para ejercer la investigación sobre los 

hechos punibles que se encuentren considerados por el artículo de la 

constitución 149°, otorgándole dicha función al derecho consuetudinario. 

La jurisdicción derivada del derecho consuetudinario es denominada 

justicia comunal, que se ejerce de manera excluyente en relación a la justicia 

penal ordinaria, siempre y cuando esta sea aplicada estrictamente respetando 

los denominados derechos fundamentales, es en ese contexto que se observa 

que durante los años 2019, 2020 y 2021 las investigaciones realizadas por el 

delito de usurpación en la jurisdicción de la provincia de Lauricocha han 

mostrado condiciones para que sea aplicado la justicia comunal, esto como 

consecuencia de que existen muchas comunidades campesinas reconocidas 

en la jurisdicción y por las características de los casos muchos cumplen los 

elementos que señala el acuerdo plenario N.° 1-2009/CJ-116, es en ese 

contexto situacional que se decidió visualizar su aplicabilidad y su influencia 

en la descarga procesal, el trabajo estuvo dedicado exclusivamente al delito 

de usurpación, pero sin ser excluyente de que posteriormente su aplicación 
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se extienda a otros delitos, sin embargo era importante realizar una 

delimitación que nos permita realizar un primer acercamiento y análisis de la 

aplicabilidad de la justicia comunal, así como su posible vinculación o 

correlación con la descarga procesal.  

Es poco habitual que la justicia comunal sea aplicada en los delitos que 

se presentan en las fiscalías de Lauricocha, resultando importante realizar la 

investigación con el delito de usurpación, que si bien no es el delito más 

habitual dentro de la jurisdicción, es el delito que por sus características reviste 

el de menor oponibilidad para ser tratada dentro  de la justicia comunal, 

posterior a la verificación de cada elemento objetivo que como mínimo se debe 

cumplir para que la justicia comunal resulte aplicable, sumado al requisito 

denominado como el “factor de congruencia” desarrollado juntamente con los 

elementos objetivos en el acuerdo plenario N.° 1-2009/CJ-116, el objetivo 

principal es determinar si la justicia comunal aplicada contribuiría a la 

descarga procesal en hechos investigados por el delito de usurpación, en 

primer lugar desde un punto de vista del delito en sí, cuantos de los casos 

existentes califican para la aplicación de la justicia comunal y cuan 

representativo es ese número en niveles más generales en los delitos que se 

presentan en la jurisdicción de Lauricocha en los años 2019, 2020 y 2021. 

El trabajo de investigación presenta un análisis de aplicabilidad de la 

justicia comunal en el delito de usurpación en los años 2019, 2020 y 2021, 

bajo un control de sus elementos objetivos y el denominado factor de 

congruencia exigido mediante acuerdo plenario que fue elaborado para su 

aplicación, lo que dio como resultado una significativa presencia de todos los 

elementos solicitados para la operatividad de la justicia comunal, esto trae 

consigo la posibilidad que de manera excluyente estas investigaciones sean 

vistos en la justicia comunal generando una descarga procesal significativa 

respecto a las investigaciones de usurpación existentes en las fiscalías de 

Lauricocha, con lo que se confirma la afirmación de la hipótesis al señalar que 

existe una alta correlación entre la justicia comunal aplicada y la descarga 

procesal que se presenta en los delitos de usurpación, así mismo se realizó la 

consulta a los operadores del Ministerio Publico en la provincia de Lauricocha 
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quienes brindaron mediante un cuestionario su opinión respecto a justicia 

comunal, su aplicación y si se generaría descarga procesal en las 

investigaciones por el delito de usurpación, obteniendo como resultado una 

alta aceptación respecto a su aplicación, así como los beneficios respecto a 

la descarga procesal, luego del análisis realizado sobre los resultados se llegó 

a la conclusión principal de que a un gran porcentaje de los casos observados 

es factible que se aplique la justicia comunal en el delito de usurpación, pues 

estos cumplen con los elementos objetivos y el factor de congruencia que 

exige el acuerdo plenario dando como resultado además que esta 

circunstancia generaría una alta descarga procesal, debiendo analizar su 

aplicabilidad de manera más continua, lo que permitiría una resolución más 

dinámica y practica sobre las investigaciones de dicho delito, resultando 

relevante en un futuro realizar una trabajo de investigación analítico similar 

que muestre la aplicabilidad en otro tipo de delitos. 
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CAPITULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

1.1. DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

Nuestra Constitución Política del Perú (1993) desarrolla en el articulado 

149°, que las personas que tienen la condición de autoridad dentro de las 

manifestaciones sociales llamadas Comunidades, ya sea campesinas o 

nativas, ejercen potestad para administrar justicia, y esta función jurisdiccional 

también recae a falta de autoridades en los integrantes de las Rondas 

Campesinas así como también en las juntas directivas existentes dentro de la 

comunidad  campesina, todo esto debe suceder dentro de su territorio 

comunal en concordancia con el derecho de costumbres que los rige, siempre 

y cuando esa función no implique transgredir o afectar los derechos 

reconocidos como fundamentales de la persona, esta potestad se encuentra 

acorde al reconocimiento que se hace en primer lugar de la identidad étnica 

ligada a su auto reconocimiento y pertinencia así como a su identidad cultural 

manifestado en su comportamiento a través de costumbres, valores y 

creencias de las personas dentro del art. 2° inc. 19 de nuestra carta magna. 

Entonces nuestra constitución reconoce la existencia de costumbres que 

forman el derecho consuetudinario que se rigen alrededor de ella dentro del 

territorio de estas manifestaciones de organización social, derecho 

consuetudinario que puede ejercerse de forma paralela con la justicia 

ordinaria, siempre y cuando sea aplicada con un estricto respeto a cada 

derecho fundamental existente. 

Las normas adjetivas contenida en el CPP peruano desarrolla en el 

artículo 18° cuales son los límites existentes  para la jurisdicción ordinaria 

donde la justicia penal pierde potestad de accionar, si ya se entendió que la 

jurisdicción es la administración del derecho otorgada por el estado a un ente 

especial creado para dicho fin como lo es el Ministerio Publico, también se 

entiende por imperio de la ley que el numeral 3 del art. 18° señala que la 

justicia ordinaria  resulta incompetente para ejercer esa administración de 
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derecho sobre los hechos con contenido penal que se señala como previstos 

en nuestra constitución a través del artículo 149°. 

En ese contexto podemos apreciar que en la jurisdicción materia de 

investigación existen comunidades campesinas que desarrollan sus 

actividades, principalmente la agricultura y la crianza de animales preservando 

su identidad cultural, y es pues en el desarrollo de sus actividades, como 

sucede en toda manifestación organizativa social, que se genera dentro de 

ella una serie de conflictos de diferente índole que van desde situaciones 

cotidianas hasta delitos. 

 Si bien estas comunidades no son islas legales, pues se aplica dentro 

de ellas la ley vigente, también es cierto que la constitución le ha otorgado la 

posibilidad de tener una justicia comunal que principalmente se rige por sus 

estatutos y por el derecho consuetudinario que se manifiesta a través de sus 

costumbres. 

Uno de los conflictos más comunes que se presenta, es la que se genera 

por la posesión de los terrenos comunales, debido a que existe dentro de las 

comunidades campesinas costumbres que  vienen de sus antepasados 

generacionales y que han regido sus relaciones hasta nuestros días, con sus 

propias reglas y formas, por ejemplo se ha escuchado decir que la tierra es de 

quien la trabaja o que la tierra la heredamos de nuestros antepasados, entre 

otras manifestaciones similares, asimismo las comunidades campesinas 

impulsadas por la modernidad y el avance del conocimiento procuran llevar 

un registro detallado de las tierras que pertenecen a la comunidad, así como 

de las extensiones que tienen cada uno de los posesionarios en su condición 

de comuneros a través de libros o actas donde se detalla la extensión de los 

terrenos que posee cada comunero, señalando hitos naturales o referenciales, 

describiendo las colindancias a través de la costumbre y el reconocimiento 

histórico de los propios comuneros, pues cada uno de ellos reconoce al otro y 

las tierras que posee por su nombre, apellido familiar u otra característica, esta 

variedad de formas de registro y reconocimiento de la posesión hacen que 

surjan dentro de la comunidad campesina situaciones como la superposición 

de terrenos por duplicidad de registro, el intento de algún comunero de ampliar 



16 

las tierras que trabaja afectando la posesión de otro comunero, que los 

animales de alguno de ellos dañe el sembrío de otro o en el peor de los casos 

exista el intento de posesionar tierras a sabiendas que otro comunero ejerce 

sobre ellas la posesión, o incluso la colonización que podría darse por la 

cantidad extensa de terrenos que existe, estos hechos bien podrían ser 

abordados por la justicia penal ordinaria como el delito de usurpación, ilícito 

penal que se encuentra tipificado en el 202° del código penal e identifica al 

bien jurídico protegido al derecho de posesión, así como otros derechos reales 

afectados por este delito que se extiende a proteger su contenido jurídico, así 

como su contenido económico. 

Es importante precisar que para las comunidades campesinas se 

considera el derecho real de la posesión, pues el propietario de los terrenos 

es la comunidad campesina, es decir, la persona jurídica conformada por el 

conjunto de comuneros, el cual reconoce a sus integrantes y la posesión que 

ejercen sobre parte de los terrenos de la comunidad, por ello se mencionara 

la posesión y no la propiedad, cuando señalemos el derecho que ejercen 

sobre los terrenos cada comunero. 

 Es así que ante la presencia de las situaciones y conflictos descritos en 

los párrafos anteriores en las fiscalías provinciales penales corporativas de 

Lauricocha durante los años 2019, 2020 y 2021 se han presentado denuncias 

por usurpación donde los elementos objetivos del delito en la mayoría de 

casos dan como resultado que el agente pasivo y activo del delito son 

integrantes de una misma comunidad campesina, asimismo los terrenos en 

disputa pertenecen también a la misma comunidad campesina, siendo que 

estos casos generan una carga procesal excesiva sobre hechos que bien 

podrían ser vistos por la justicia que se aplica en la comunidad en 

concordancia a lo señalado en el art. 149° de nuestra constitución política, 

claro está con observancia del cumplimiento de los elementos objetivos que 

señala el Plenario N° 1-2009/CJ-116 que desarrolla y regula la jurisdicción de 

las rondas, donde además del primer nivel de análisis respecto a los 

elementos objetivos que se debe cumplir para aplicar el derecho 

consuetudinario o justicia comunal, también exige la verificación del llamado 
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“factor de congruencia” que no es otro que el deber que tiene las rondas 

campesinas de aplicar su derecho consuetudinario sin vulnerar derechos 

fundamentales que son reconocidos a nivel internacional para la persona, por 

ello esta investigación pretende identificar si la aplicación de la jurisdicción 

comunal en las denuncias por delitos de usurpación generaría una descarga 

procesal significativa, así mismo se buscara determinar cuántos de los casos 

de usurpación que se presentan en las fiscalías provinciales penales 

Corporativas de Lauricocha deben ser atendidas por la justica comunal y 

finalmente cuales son los elementos que deben cumplir los casos de 

usurpación para aplicar  la justicia consuetudinaria comunal en las fiscalías 

provinciales de Lauricocha, es preciso señalar además que todo el aporte que 

se genere en merito a la presente investigación bien podría ser replicado en 

otras jurisdicciones penales. 

1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

1.2.1. PROBLEMA GENERAL 

PG. ¿Existirá descarga procesal si se aplica la justicia comunal en 

el delito de usurpación en las fiscalías provinciales penales corporativas 

de Lauricocha, 2019-2021? 

1.2.2. PROBLEMAS ESPECÍFICOS 

P.E.1 ¿Existirán carpetas fiscales donde se deba aplicar la justicia 

comunal respecto al delito de usurpación en las fiscalías provinciales 

penales corporativas de Lauricocha, 2019-2021? 

P.E.2 ¿Cuáles son los elementos para la aplicación de la justicia 

comunal en el delito de usurpación en las fiscalías provinciales penales 

corporativas de Lauricocha, 2019-2021? 

1.3. OBJETIVOS  

1.3.1. OBJETIVO GENERAL 

OG. Determinar si existe descarga procesal si se aplica la justicia 
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comunal en el delito de usurpación en las fiscalías provinciales penales 

corporativas de Lauricocha, 2019-2021 

1.3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

OE1. Determinar si existen carpetas fiscales donde se deba aplicar 

la justicia comunal en el delito de usurpación en las fiscalías provinciales 

penales corporativas de Lauricocha, 2019-2021. 

OE2. Determinar cuáles son los elementos para la aplicación de la 

justicia comunal en el delito de usurpación en las fiscalías provinciales 

penales corporativas de Lauricocha, 2019-2021. 

1.4. TRASCENDENCIA DE LA INVESTIGACIÓN 

La justicia penal ordinaria y la justicia comunal han sido dos sistemas 

paralelos en el ámbito de la resolución de eventos que dañan bienes jurídicos 

y muchas veces han sido entendidos como sistemas opuestos. Por un lado la 

justicia penal ordinaria se entiende como aquel sistema moderno, de estricto 

respeto a los derechos y estilo garantista persigue los delitos y las faltas que 

generan un daño a los bienes jurídicos protegidos, mientras que la justicia 

comunal era vista como el sistema de resarcimiento del daño a los bienes 

jurídicos a través de prácticas proscritas que en muchos casos vulneraban 

otros derechos o bienes jurídicos, esto último debido a que mostraba prácticas 

como el castigo físico o la justicia a través de la venganza o del “ojo por ojo”, 

por ello esta investigación trasciende en el ámbito jurídico social por que 

permitirá entender que ambos sistemas no son opuestos o contrarios, 

rompiendo también la visión de que uno es más moderno, o que el otro aplica 

acciones más primitivas, al contrario se pretende demostrar que los dos 

sistemas pueden subsistir y más bien se complementan formando parte de un 

sistema social más justo y multicultural, donde las costumbres y los usos han 

logrado ser entendidos y respetados dando paso a que ambos sistemas sean 

subsidiarios, esta nueva forma de mirar a ambos sistemas sin duda será 

altamente valorado por que contribuirá a la conciliación o quizá a la 

reconciliación del derecho positivo con el derecho consuetudinario a través del 

respeto y la capacidad de ver el mundo desde los ojos del otro, esto permitirá 



19 

un acercamiento y sobre todo un entendimiento de las teorías que presentan 

el derecho ordinario penal  y el que presenta el derecho consuetudinario así 

como el de sus operadores, este acercamiento y entendimiento sin duda 

contribuirá también a la unión social tan afectada hoy en dia. 

1.5. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

Este trabajo desarrollado con esfuerzo  tuvo como objetivo el de aportar 

y contribuir al desarrollo de conocimiento que existe sobre la justicia comunal, 

pues si bien es un tema poco tratado por juristas y dogmáticos, existen autores 

que han dedicado su tiempo a consolidar teorías alrededor de la aplicación del 

derecho consuetudinario, por lo que el presente trabajo busca unificar algunos 

criterios y aportar otros para brindar un panorama teórico más claro en el 

desarrollo de la justicia comunal reconocida a nivel constitucional y por la 

norma adjetiva vigente.  

Resulta importante considerar que el contenido de la  presente 

investigación posee también una justificación práctica, pues con los resultados 

se pretende brindar un aporte significativo a la descarga procesal en las 

fiscalías provinciales penales corporativas de Lauricocha, lo que generara un 

ahorro de tiempo y uso de recursos a la institución, obteniendo como resultado 

un ministerio público más eficiente, asimismo brindara un protagonismo más 

consiente de la justicia comunal respaldado por la participación activa de los 

miembros conformantes de la comunidad que permitirán resolver los procesos  

y los conflictos que se presenten por el delito de usurpación.  

Esto permitirá que las comunidades campesinas adopten un rol más 

dinámico en cuanto a la justicia comunal que se les reconoce 

constitucionalmente, también significa un fortalecimiento a sus instituciones, 

así como el reconocimiento de la jurisdicción que poseen amparados en el 

derecho consuetudinario, permitiendo además identificar sus límites, pues la 

investigación procurara otorgar un mecanismo de identificación de requisitos 

que permitan calificar que casos relacionados al delito de usurpación deben 

ser vistos por la justicia consuetudinaria comunal y que casos por la justicia 

ordinaria. 
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Finalmente se brindará un espacio de debate y discusión sobre que otros 

delitos pueden ser resueltos en la justicia comunal por lo que podría servir de 

antecedente para futuras investigaciones, o como base para una investigación 

promovida por el propio autor para que en el futuro pueda tentar el grado de 

doctor en derecho. 

1.6. LIMITACIONES DE LA INVESTIGACIÓN 

Estas principalmente son de carácter bibliográfico, por cuanto existe un 

número reducido de autores que tratan sobre temas relacionados a la justicia 

comunal lo que genera un inconveniente sustancial, sin embargo se ha 

procurado superar dicha limitación con la recolección de la mayor cantidad de 

libros que tratan sobre el problema planteado o que desarrollan temas afines, 

asimismo se realizó la búsqueda de documentos digitales en páginas web, 

documentos que brindan opiniones e información que sin duda contribuirán a 

la realización de la presente investigación, de igual forma se presentan 

algunas limitaciones de tiempo por motivos personales y laborales para 

elaborar la presente investigación, así como la excesiva carga en la 

recolección de datos, se debe señalar a demás que  la investigación se ve 

limitada al estudio solo a comunidades campesinas por cuanto solo existen 

estas en el distrito de Lauricocha no existiendo comunidades nativas, más aun 

si es que la investigación estará dirigida al análisis de las carpetas de 

investigación del delito de usurpación presentados en las fiscalías provinciales 

penales corporativas de Lauricocha en los años 2019, 2020 y 2021, lo que 

implica que la información deberá ser recolectada caso por caso para la 

consolidación y tabulación correspondiente.  

A pesar de ello consideramos que no existe limitaciones en el tema 

económico por cuanto la investigación no presenta una exigencia económica 

significativa no prevista, superando la excesiva carga en su elaboración con 

la voluntad del autor de realizar la investigación y lograr obtener el grado de 

magister. 

1.7. VIABILIDAD DE LA INVESTIGACIÓN 

Esta investigación resulta  viable pues se desarrollará en las fiscalías 
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Lauricocha donde actualmente es mi centro laboral, razón por la cual cuento 

con acceso a los casos sobre denuncias de usurpación que se presentaron 

en los años 2019, 2020 y 2021, asimismo el tiempo que tome recolectar la 

información estará  equilibrado con los días de vacaciones que utilizare para 

realizar el trabajo de investigación, no siendo un exceso los recursos 

financieros demandados por el trabajo realizado, además se contara con 

apoyo de expertos para la validación de los instrumentos, quienes nos 

brindaran consejos y sugerencias para terminar la investigación, generando 

que sea factible de realizar. 
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CAPITULO II 

MARCO TEÓRICO 

2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 

2.1.1. ANTECEDENTES INTERNACIONALES 

En la exploración de antecedentes internacionales dentro de los 

repositorios virtuales de las distintas universidades de otros países 

principalmente de Sudamérica, no se ha encontrado trabajos 

académicos relacionados directamente con la justicia comunal y la 

descarga procesal, sin embargo, se encontró investigaciones que 

desarrollan la justica comunal desde otros puntos de vista, las cuales 

contribuirán a enriquecer la presente investigación, entre los trabajos 

encontrados a nivel internacional tenemos: 

El primer trabajo académico encontrado es del Dr. Washington 

Marcelo Pineda del Hierro quien sustento su trabajo académico de 

postgrado con la finalidad de obtener el grado de maestro en la 

Universidad Técnica del Norte - Ecuador, trabajo académico titulado: “La 

aplicación de la justicia indígena y la relación con la normativa jurídica 

(COIP)” trabajo desarrollado con el objetivo conforme lo desarrolla el 

autor, el identificar la incidencia de la justicia indígena dentro del marco 

legal ecuatoriano en los últimos años, así como conocer los conflictos 

generados con la justicia ordinaria, vinculados directamente con el 

código orgánico integral penal (COIP), este trabajo académico busco 

explorar y describir el conflicto descrito en su título y ha conducido al 

autor a entender la justicia indígena, comprendiendo las bases en las 

que se sostiene el concepto de justicia indígena como parte integrante 

de la justicia ordinaria y el resultado cuando estas intervienen por 

segunda vez un caso, del mismo modo muestra el detalle de los datos 

históricos de ambas justicias, y como apareció  dentro de la carta magna 

del Ecuador, asimismo muestra enfáticamente que la justicia indígena se 

encuentra presente en la legislación y es reconocida por la constitución 
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en su artículo 171°, sin embargo también dentro de su trabajo señala 

que a pesar de la presencia constitucional no existe norma que regule o 

ponga en práctica su aplicación, constatándose la deficiencia existente, 

esta circunstancia o  resultado determina  una contradicción a lo que  al 

inicio de la investigación creía, pues al constatarse su inexistencia 

regulatoria  cual es el marco legal o normativo para su aplicación, 

conforme lo tiene y desarrolla la legislación ordinaria, Pineda (2022) nos 

señala que en su trabajo se a utilizado la entrevista mediante encuestas 

que fueron aplicadas a quienes que por su experiencia son conocedoras 

del problema planteado dentro del ámbito de investigación así como 

fuera de la misma, en la provincia de Imbabura así como fuera de ella, 

encontrando como resultado que existen muchos desencuentros entre 

ambas justicias. 

 Finalmente, Pineda (2022) refiere respecto a los participantes del 

estudio que forman parte de las comunidades indígenas, que sienten una 

vulneración de derechos que afecta a los integrantes de la comunidad 

indígena, al intervenir la justicia ordinaria penal en los asuntos que 

pretende resolver su justicia indígena mostrando su incomodidad, esto 

le permitió deducir que la justicia indígena está dirigido a solucionar los 

conflictos conforme a la concepción de justicia que tiene  la dirigencia 

comunal, que con la base de sus costumbres se aprecia un exceso en 

su jurisdicción, observando además que se exceden en sus atribuciones 

como por ejemplo realizar prácticas de justicia en las ciudades donde 

correctamente no les corresponde ejercer su justicia indígena. 

Asimismo, tenemos el trabajo académico de Arnold Guarachi 

Rodríguez con el que opto la licenciatura en derecho de la Universidad 

Mayor de San Andrés del país de Bolivia, trabajo titulado “Necesidad de 

aplicar las bases de la jurisdicción indígena originaria campesina, en los 

conflictos sobre la propiedad agraria en Sud Yungas”, investigación que 

concluyo en señalar que los pilares que rigen la Jurisdicción Indígena 

Originaria Campesina son en términos claros las reglas y las normas que 

se aplican con el objetivo de ser regulados por la propia Jurisdicción 
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Indígena Originaria Campesina, otorgándole a estas normas un carácter 

internacional al mismo nivel de los documentos normativos 

internacionales que versan sobre derechos fundamentales de ser 

humanos, considerando también  a las normas que regulan el derecho 

comunitario, las mismas que por lo tanto en base a esa apreciación 

internacional deben ser valoradas en concordancia a la jerarquía que se 

le otorga en la constitución del país de Bolivia, dicho de otro modo, la 

interpretación que se debe dar es que se encuentra al mismo nivel de 

los tratados internacionales, equiparado también con la legislación 

interna de más alto nivel representado por  la constitución del país. 

En este trabajo académico Guarachi (2011) llega a la conclusión 

que todas las regulaciones dirigidas al comportamiento que se generen 

en los acuerdos establecidos en reuniones comunales, es de obligatorio 

cumplimiento  por todos sus integrantes y habitantes, por su sola 

presencia en los territorios independientemente de si son comuneros-

campesinos  o si no lo son, esto se hace con la finalidad de conservar 

principios como la solidaridad y los valores, asimismo las costumbres y 

la organización tradicional que se encuentra presente en su forma de 

vivir, teniendo como base la igualdad en la comunidad. 

Ahora bien, esta conclusión arribada por el autor no significa de 

ninguna manera que la comunidad con el fin de alcanzar el cumplimiento 

de las reglas tradicionales quebrante el orden jurídico de aplicación 

general que existe en Bolivia. Deja claro que la Jurisdicción Indígena es 

muy distinta o por lo menos tiene un alejamiento al Derecho Positivo, y 

este derecho desarrollado en la comunidad tiene su base en las 

costumbres morales y éticas de la comunidad, Guarachi (2011) 

finalmente señala que “las normas están intrínsecamente ligadas como 

un todo único que pretende el vivir en comunidad y en armonía con la 

naturaleza”, es decir, lo diferencia del contenido del derecho positivo, 

siendo que del análisis realizado en dicho trabajo de investigación se 

deduce que al momento de generar una afectación o infracción a las 

normas del derecho regido por al costumbre en la jurisdicción territorial 
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de la comunidad, las autoridades de estos grupos sociales generalmente 

buscan alcanzar la paz social, por lo que estas infracciones o 

afectaciones a sus normas no está ligado al daño causado a algún 

agraviado, sino que considera que toda la comunidad es la que recibe la 

afectación, y por ello la sanción imponible se sustenta en las tradiciones 

y buenas costumbres con las que se rigen dichas comunidades, este 

derecho consuetudinario busca que los acusados y sancionados 

reconozcan su transgresión y en merito a ese reconocimiento decidan 

enmendar sus actos, hecho que lo diferencia de la justicia positiva o 

conforme la conocemos como justicia ordinaria penal que castiga los 

delitos en su punto más extremo con la afectación a la libertad personal 

de las personas mediante la aplicación de pena de prisión. 

2.1.2. ANTECEDENTES NACIONALES 

Tenemos el trabajo del bachiller Royner Morí Campos en la 

investigación para obtener el título profesional de abogado, trabajo 

titulado: “Conflicto entre la justicia ordinaria y la justicia ronderil en el 

asentamiento humano Pedro Castro Alva de Chachapoyas, 2015-2016” 

trabajo de investigación que tuvo como fin abordar en palabras de Mori 

(2018) “uno de los principales problemas latentes que aqueja la provincia 

de Chachapoyas, Región Amazonas, en lo relacionado a la 

administración de justicia”, refiriéndose a la confrontación entre la justicia 

general o de aplicación general denominada ordinaria aplicada por el 

estado peruano frente a la que aplica cada ronda campesina amparado 

en las costumbres que se manifiestan a través del derecho 

consuetudinario, basado principalmente en el derecho a la identidad 

desde todos sus puntos de vista teniendo como principal a la cultural al 

realizar la persecución de delitos, así como el juzgamiento del que 

delinque, del mismo modo en este trabajo académico Mori (2018) ha 

señalado como conclusiones que los operadores de la justicia ordinaria 

es decir lo que tiene alguna autoridad en el ámbito judicial ordinario no 

están a favor de que  la las rondas nativas o campesinas ejerzan 

jurisdicción en casos penales; lo que corrobora el conflicto descrito por 
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el autor durante el desarrollo de su trabajo académico, además concluye 

que a la justicia aplicada por las rondas, no le reconoce ni acepta como 

una jurisdicción especial  que pudiese existir  dentro de la administración 

judicial, sindicando este falta de reconocimiento a la negación de los que 

administran la justicia ordinaria  quienes niegan ese reconocimiento 

basado principalmente por que las normas que rigen le justicia ordinaria 

se encuentran positivizadas y tiene presencia firme así como abundante 

al momento de invocarla y aplicarla, sin embargo esto no sucede con la 

aplicación de justicia que realiza la ronda campesina, pues esta realiza 

por ejemplo patrullas nocturnas dentro de la jurisdicción territorial que 

tienen, asimismo atienden las denuncias o quejas sin importar los juicios 

de valor que hace la justicia ordinaria como la cuantía, materia entre 

otros, citan a los involucrados para que en asamblea se solucione el 

conflicto o daño, realizan intervenciones y traslados de las personas 

cuando estas se resisten a participar en la asamblea o cuando han sido 

sorprendidos cometiendo una acción contraria a las costumbres, en caso 

de encontrársele culpable a una persona se le sanciono (castigo físico). 

La tercera conclusión del autor incide en señalar que el poder 

legislativo no ha promulgado una norma de coordinación conforme lo 

señala la constitución mediante Artículo 149°, como cuarta conclusión 

Mori (2018) señala que “existe una falta de capacitación por parte de los 

que intervienen en la impartición de justicia a todo nivel  del aparato 

ordinario pues desconocen  las normas sobre justicia ronderil”; 

agravando aún más cada uno de los conflictos que giran en torno a su 

aplicación, asimismo el autor concluye que los principales protagonistas  

e intervinientes en la justicia ordinaria  no cuentan con capacitación que 

les permita brindar solución a los conflictos suscitados entre sistemas de 

justicia; lo que es una realidad constante en todo sistema de justicia por 

lo menos en esta parte del mundo; la sexta conclusión a la que arriba 

Mori (2018) quien enfáticamente nos dice que los ronderos que formaron 

parte de su estudio  no confían en las acciones de quienes representan 

al estado, señalando principalmente a jueces, fiscales y policía,  además 

señala que los miembros de las rondas tienen como opinión  respecto a 
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los asuntos suscitados en el interior de la  comunidad deben ser 

resueltos por la propia comunidad, sin la participación del estado y 

finalmente como ultima conclusión afirma que los miembros de las 

rondas  señalan como deficientes a quienes representa la autoridad 

estatal, pues no coordinan para brindar soluciones a los problemas. 

En la búsqueda de antecedentes a nivel nacional también 

encontramos la tesis presentada por Nilthon Leoncio Pinares Acampuri 

trabajo de investigación del año 2019 para la obtención del grado 

académico de maestro, tesis que obra en el repositorio de la escuela de 

posgrado de la Univ. Nac. de San Antonio Abad de la ciudad del Cuzco, 

trabajo académico titulado: “Sobreseimiento de los procesos penales 

tras la aplicación de la función jurisdiccional especial de las comunidades 

campesinas, Cusco – 2017” trabajo académico que surgió luego de que 

se resuelva un caso de la sede de Quispicanchis del departamento de 

Cuzco, Exp. N° 338-2016-35, proceso llevado por el delito contra la 

libertad sexual -Tentativa; donde la decisión judicial fue declarar 

procedente el sobreseimiento solicitado a por el representante del 

Ministerio Publico declarando la extinción del proceso penal por 

considerarlo cosa juzgada, pues esta ya se había visto previamente en 

la justicia comunal, el principal argumento utilizado para llegar a esa 

decisión fue comprender conceptualmente que los procesos penales 

vistos por la jurisdicción especial también conocida como justicia 

comunal ya no podían ser vistos por la justicia ordinaria; sustentado en 

que las Rondas hoy en día están reconocidas a nivel constitucional en el 

artículo 89°, el cual otorga existencia legal a nivel constitucional a las 

Comunidades Campesinas, reconociendo además la autonomía 

organizacional, económica y administrativa que le es inherente; esta 

interpretación concordante con el Art. 149° de la norma fundamental 

nacional.  

El trabajo académico fue desarrollado bajo el objetivo de señalar si 

la justicia ordinaria puede avocarse a casos donde ya se ha aplicado la 

justicia comunal al imputado; el autor concluyo que era posible el 
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archivar los procesos judiciales penales tramitados en la justicia penal 

ordinaria. Finalmente, la investigación fue aplicada a 50 especialistas 

sobre derecho penal con la intención que el trabajo académico cuente 

con la opinión de profesionales que le permitirá reforzar la parte teórica, 

finalmente Pinares (2019) presenta las conclusiones a las que llego y 

destaca; en primer lugar que la función jurisdiccional es muy importante  

como medio de control social” donde considera que esto nace desde la 

auto regulación que poseen y su contexto cultural, considerándola 

excepcional y facultativa y finalmente determina que nuestra carta 

magna brinda a las rondas campesinas que están constituidas 

debidamente, el rol colaborativo o complementario en la aplicación de su 

propia justicia, pero no una función jurisdiccional; como segunda 

conclusión se señala que “la función jurisdiccional debe ser aplicado en 

la comisión de faltas donde los Jueces de Paz no letrado son los 

competentes, de igual modo  en los delitos de menor gravedad (Pinares 

Aucapuri, 2019, p. 74). 

En este extremo no compartimos lo señalado por el autor, pues el 

derecho consuetudinario y su reconocimiento o valor no está basado en 

el nivel educativo de quienes lo manifiestan, sino en su valor cultural por 

lo que realizar una barrera o limite a su acción basado en ello resulta un 

despropósito del estudiar a su jurisdicción, pues calificarlo como inferior 

transgrede su relevancia, sin embargo compartimos que el respeto y 

reconocimiento a su jurisdicción no puede estar por encima de los 

derechos fundamentales que hoy conocemos y deben estar limitados por 

estos; además señala que el derecho consuetudinario comunal si 

representa como límite de la justicia ordinaria, dicho de otro modo, 

ambos tiene un punto de convergencia donde se encuentran y se limitan 

mutuamente, basado claro está en el reconocimiento constitucional que 

ambos poseen, el que se desarrolla dentro de los límites que le otorga la 

territorialidad.  

2.1.3. ANTECEDENTES LOCALES 

En la revisión de antecedentes en las universidades de Huánuco, 
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encontramos el trabajo académico de Edwin Manuel Villarreal Espinoza, 

cuyo trabajo tiene como línea de investigación la Gestión pública, quien 

elaboro y sustento su investigación para obtener el grado de maestro en 

Gerencia Publica en la Unheval de Huánuco, trabajo académico 

denominado: “La interculturalidad en la administración de justicia y su 

implementación en el ministerio público (2013-2017)” cuyo principal  

meta fue medir como la justicia denominada por el tesista como 

intercultural refiriéndose a la que reconocemos como justicia comunal es 

aplicada por quienes representan a la fiscalía y si la aplicación se 

encuentra acorde  a la regulación normativa vigente, el trabajo describe 

como problema la ausencia de mecanismos legales y de instrumentos 

con los que se pueda gestionar la diversidad cultural al momento de 

ejecutar la administración de justicia, señalando que esta situación es un 

inconveniente para que la acción del estado tenga un enfoque cultural, 

así como generar canales de cooperación que permita una mejor 

coordinación y la convivencia de los sistemas jurisdiccionales 

reconocidos por la constitución, Villarreal (2018) llega a la conclusión que 

la difusión de los derechos de quienes se beneficiarían con la ley que 

protege la interculturalidad tiene muy poca presencia, lo que implica un 

bajo resultado en la orientación y la asistencia legal dentro del sistema 

de justicia comunal; que también se ve reflejado en las capacidades de 

aplicación de los operadores de los sistemas de justicia, definiendo la 

responsabilidad de su cumplimiento en los fiscales como representantes 

del MP quien asume la responsabilidad por las limitaciones al momento 

de cumplir la ley, asimismo concluye también que no se ha trabajado en 

identificar y comunicar quienes son los que asumen el rol de aplicar la 

justicia intercultural, cuya misión también recae en el Ministerio Público 

conforme lo señala el autor del trabajo de investigación.  

Salazar (2015) en el trabajo con el que optaría el grado académico 

de Magister en derecho – mención derecho penal  otorgado por la 

Unheval de Huánuco, trabajo académico titulado: “El derecho 

consuetudinario y el derecho positivo en la solución de conflictos en las 

comunidades campesinas de la provincia de Ambo - Huánuco – 2011-
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2012” cuyo objetivo principal fue medir el margen de contraposición entre  

el derecho positivo y la justicia consuetudinaria aplicada en jurisdicción 

del pueblo de Angasmarca que se basa principalmente en la costumbre, 

tradición y valores ancestrales; Así mismo, el trabajo académico 

identifica que las incidencias más recurrentes son daños a causa de 

animales domesticados, posesión de tierras, las herencias y las 

infidelidades, la investigación dio como resultado un precedente 

científico y académico pues Salazar (2015) describe que “Las 

costumbres, tradiciones y valores son hoy en día normas que son 

utilizadas en resolver los conflictos tanto personales como comunales 

que se generen  en su interior”; asimismo señala que estas costumbres, 

tradiciones y valores ponen al descubierto los limitantes del derecho 

ordinario o justicia ordinaria. aquí el autor le otorga una significativa 

importancia al enfoque o visión andina lo que implica una valoración de 

su presencia, además el trabajo señala y observa que en las 

comunidades campesinas los valores comunales perviven en el espíritu 

del pueblo que tiene significativa relevancia e importancia y forman parte 

de su costumbre por lo que el respeto es inherente a su forma de impartir 

justicia; y finalmente Salazar (2015) cierra su trabajo señalando que “no 

existe una normatividad vigente que considere al derecho 

consuetudinario como elemento esencial en la legislación”, en este 

extremo discrepamos con esta última conclusión porque consideramos 

que existe normas a nivel constitucional que le otorgan al derecho 

consuetudinario una presencia privilegiada en nuestra legislación. 

2.2. BASES TEORICAS 

2.2.1. INTERCULTURALIDAD Y JUSTICIA ESPECIAL 

El continente americano antes de la invasión europea tenía un 

desarrollo autónomo y ajeno a la modernidad que se vivía en aquel 

entonces en el viejo continente, ese quiebre traumático trastoco la 

ideología, cosmovisión y simbología que se había consolidado en este 

lado del mundo, durante el colonialismo la imposición del modelo 

virreinal cambio la estructura económica y política de nuestro continente 
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y principalmente del Perú, sin embargo todos esos cambios encontraron 

cierta resistencia en el ámbito cultural, pues esta formaba parte de su 

vida cotidiana y estaba consolidada, un hecho transcendente es que su 

religiosidad, sus rituales, sus conocimientos ancestrales y sus 

expresiones artísticas se mantienen hasta el día de hoy o en algunos 

casos han sufrido una fusión con las manifestaciones aportadas por los 

europeos, como lo señala Velázquez (2020) a pesar de todo lo 

acontecido “nuestros pueblos originarios ofrecieron resistencia activa y 

pasiva. En todo caso, la comunidad nativa y los pueblos originarios se 

refugian en las zonas alto andinas y en las bondades naturales de la 

selva peruana, ahí cuidan celosamente los tesoros culturales, que lo 

asumen como parte de su supervivencia” (p.134). 

No podemos invocar otra teoría para justificar la presencia de esa 

riqueza cultural en nuestros días, de la que nos sentimos tan orgullosos. 

Durante nuestra época republicana el escenario se mantuvo y no 

se logró retornar al sistema auto sostenido que existía en la época 

prehispánica, esto debido a la influencia dejada por los europeos, que se 

manifestaba a través de un sistema político que favorecía a las clases y 

grupos que ostentaban el poder económico y político, los pueblos 

continuaron su lucha por preservar su identidad y la riqueza de sus 

manifestaciones culturales, el riesgo latente de que lo que sucedía en 

las ciudades grandes, desarrolladas y los flagelos sociales como la 

delincuencia, el abuso de poder y la corrupción llegara a las tierras 

comunales y las áreas ocupadas por los pueblos nativos y pueblos 

originarios, así como la afectación que sufrían con leyes de concesión 

de tierras para proyectos de explotación de hidrocarburos y proyectos 

mineros generaron el surgimiento de un movimiento de defensa basado 

en una justicia consuetudinaria, un sistema de justicia basado en las 

enseñanzas ancestrales de sus antepasados, una justicia especial 

compuesta por la herencia cultural que a través de los siglos acumulo 

cada comunidad en base a la costumbre. 

Este desarrollo paralelo de la justicia general que se desprende del 
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desarrollo republicano del país y la justicia especial presente en los 

pueblos originarios ha generado una serie de choques en cuanto a su 

aplicación, a pesar de ello ambas justicias reconocen la existencia de la 

otra, aunque aún existan algunas dudas del límite de su aplicación o la 

jurisdicción de cada una de ellas. 

2.2.2. PLURALISMO JURIDICO 

La presencia de la interculturalidad en América y en especial en el 

Perú, así como la presencia de una justicia especial necesariamente 

tiene respaldo en la teoría del pluralismo jurídico, la cual en palabras de 

Ravina (2022) se concluye que “esta teoría parte de reconocer la 

existencia de una pluralidad cultural al interior de los estados, hecho que 

es especialmente relevante en aquellos países que son producto del 

encuentro de dos o más culturas en el contexto de un proceso de 

colonización” (p. 55), esta pluralidad cultural trae como teoría el 

cuestionamiento a la superioridad de una cultura sobre otra y por lo tanto 

de la prevalencia de un sistema normativo sobre otro, desde esta teoría 

se pretende alcanzar la valoración y aceptación de diversos espacios 

jurídicos  que bajo sus especiales particularidades tienen presencia en 

un mismo territorio, esto se explica que en el hecho de que  en un 

territorio físico determinado  se puede encontrar la presencia  de distintas 

manifestaciones culturales que poseen sus  propias costumbres y por lo 

tanto han desarrollado  sus propias practicas  regulatorias de la conducta 

que bien puede ser reconocida como una manifestación jurídica 

regulatoria del comportamiento.  

El reconocimiento cada vez más notorio de la justicia comunal o 

derecho consuetudinario como lo señala Torres (2022) ha conseguido 

que se abra espacios de debate respecto a la presencia e implicancia 

del pluralismo jurídico, dicho de otro modo, la posibilidad de la presencia 

simultánea de diversas formas normativas, que se deben desarrollar en 

absoluta igualdad. en simultaneo el llamado pluralismo jurídico debe 

permitir incorporar o entrelazar algunos principios característicos del 

derecho consuetudinario al derecho penal ordinario que determine una 
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convivencia social. 

Sin duda el pluralismo jurídico como teoría aplicada a significado la 

justificación válida para aceptar la existencia de la justicia especial 

denominada entre otros términos acuñados el de comunal y el derecho 

consuetudinario, más aún si esta teoría como lo señala Ravina (2022) es 

en buena parte “el simiente  teórico para el reconocimiento visible de los 

derechos de los pueblos indígenas” desde todo nivel empezando por los 

marcos normativos internacionales más relevantes como el de la Corte 

IDH” (p. 61). 

Ahora bien está claro que existe una discusión teórica y dogmática 

sobre la presencia de un pluralismo jurídico desarrollado y entendido a 

través del contenido del Art. 149°, no por su existencia en sí, sino por 

entender si es posible incorporar al derecho consuetudinario dentro del 

derecho ordinario atribuyéndole como parte del sistema jurídico 

ordinario, esto claro está en interpretación del artículo que considere una 

coordinación entre sistemas, o si dada su conceptualización natural 

estos se excluyen mutuamente, también sustentado en el ne bis in idem 

aplicado por la duplicidad de la potestad sancionadora presente en 

ambos sistemas, sin embargo “el aporte transcendental del artículo 149° 

es el de otorga reconocimiento existencial a otros sistemas jurídicos 

funcionales dentro del país” (Villavicencio Terreros, 2017). 

2.2.3. DERECHO DE COMUNIDADES CAMPESINAS 

2.2.3.1. DEFINICION  

En merito  a que existen paises donde la conquista u otros 

fenomenos sociales historicos han dado origen a la 

pluriculturalidad, la plurietnia y  el desarrollo multilingue de la 

sociedad, esto generalmente presente  en Bolivia, Ecuador, 

Colombia y por supuesto en el Peru, se puede señalar tambien la 

existencia de sistemas juridicos  distintos, el primero de ellos de 

origen estatal desarrollado y consolidado mediante la norma 

positiva y otra determinada como el sistema normativo 
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consuetudinario basado generalmente en la costumbre y la 

oralidad, pero que como ya se desarrollo ampliamente tiene 

reconocimiento constitucional y  se encuentra en proceso de 

consolidacion, si bien algunos autore señalan que resulta una 

exageracion señalar a ambos sitemas como iguales, o de 

aplicación simultanea por las diferentes caracteristicas que poseen 

descartando de plano la existencia de un sistema normativo 

indigena,  mas aun si el derecho consuetudinario posee 

caracteristicas  que difieren en algunos aspectos con el desarrollo 

normativo ordinario, por lo tanto resultan alejados del sistema 

conocido y fundamentado en los derechos reconocidos o llamados 

normas fundametales, sin embargo para La Madrid (2018) el 

desconocer su existencia del todo no resulta logico, pues su 

reconocimiento implica su valides y se podria definir como la 

disciplina jurídica que se ocupa del estudio de las normas y 

principios que rigen la organización, el funcionamiento y la 

autonomía de las comunidades campesinas. Surge como 

respuesta a la necesidad de velar por los intereses colectivos y un 

esfuerzo por proteger la identidad étnica y cultural de las personas 

naturales (comuneros).  

2.2.3.2. OBJETO DEL DERECHO DE COMUNIDADES 

CAMPESINAS 

Para la doctrina al hablar del objeto de una ley, esta se 

entiende como la parte dispositiva en la que se reconoce que  es lo 

que se decide legislar u otorgar un marco regulatoria, ahora bien si 

hablamos del derecho de comunidades campesinas y por su 

especial particularidad debemos entender que no solo se puede 

determinar un marco regulatoria general sino que ademas se debe 

otorgar la apertura a respetar las particularidades de cada 

comunidad definidos por sus usos y costumbres, entonces no 

estamos ante un objeto comun del derecho sino a uno especial, 

como lo señala La Madrid (2018) ante ello podemos afirmar que  el 
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derecho de comunidades campesinas tiene como objeto la 

elaboración del marco teórico-doctrinario que proporcionan los 

conceptos, las características, los principios y otros elementos 

teóricos, desarrollados en forma sistemática, que son necesarios 

para su aplicación y reconocimiento como disciplina jurídica 

autónoma.  

Es precisamente esta autonomia la que le otorga cierta 

flexibilidad o variabilidad a lo largo y ancho del pais, pues cada 

territorio o zona a generado a traves del tiempo y de sus 

costumbres caracteristicas regulatorias propias que han implicado 

una vision amplia de respeto y entendimiento procurando abarcar 

el tema de tal forma que se note dicha autonomia, claro esta sin 

descuidar los aspectos fundamentales del derecho, dicho de otro 

modo hoy en dia la regulacion del derecho marca parametros 

considerando los derechos fundamentales, por lo que se entiende 

que la autonomia que pudiese ejercer el derecho de comunidades 

campesinas y nativas no es absoluta si no que esta esta limitada al 

respeto de los derechos fundamentales instaurados en el territorio 

de la nacion en la que se desarrollan.  

Para Robles (como se cito en La Madrid, 2018) estamos ante 

un derecho relativamente nuevo, pero con raíces antiguas, Esta 

reflexion muestra una valoracion novedosa del derecho de 

comunidades campesionas aclarando que esta tiene raices 

antiguas lo  que resulta logico al estar determinada por  los usos y 

costumbres en el tiempo, realizando un contraste interezan con el 

derecho de comunidades indigenas, al hacer esa distincion 

podemos entrar a reflexionar si son dos conceptos diferentes y si 

es asi a que se debe dicha diferencia, entendemos en primer lugar 

que una comunidad campesina esta conformada por comuneros 

que se integrana dicha comunidad al cumplir con los lineamientos 

y requisitos señalados en sus estatutos o directivas, ahora bien 

esto  puede generar que una persona que no es de la zona, no es 
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nacido  o que  por migracion llegue a ser comunero y obtener  

beneficios como tal dentro de la comunidad asi como su 

reconocimiento,  hecho que difiere del concepto de comunidad 

indigena, pues esta se refiere a grupos sociales que tiene relacion 

ancestral de manera colectiva con el territorio y los recursos  

existentes donde viven, quienes afrontan otras dificultades y 

particularidades como por ejemplo el desplazamiento  por  la 

modernidad y el desarrollo y que por sus caracteristicas las normas 

que los regulas son mas antiguas y tiene objetivos diferentes.  

Es por las particularidades descritas  que nose le a brindado 

la imporatancia debida,  considerandola como parte del derecho 

agrario, sin embargo ambos conceptos se alejan pues mientras que 

el primero se refiere al grupo social o  comunidad campesina como 

una persona juridica con una realidad de usos y costumbres unica,  

el segundo esta mas enfocado a mostrar los parametros en los que 

se debe desarrollar la activdad agricola aplicada como norma de 

manera general a lo largo  y ancho del pais. 

2.2.3.3. CARACTERISTICAS DEL DERECHO DE 

COMUNIDADES CAMPESINAS 

a. ES UN DERECHO AUTÓCTONO 

Para La Madrid (2018) las normas que rigen las comunidades 

campesinas se elaboraron debido a la presencia en el tiempo de la 

organización ancestral, con características sociológico y de 

indiscutible proyección jurídica es por ello que señalamos que es 

un derecho autónomo, nacido como consecuencia de la historia y 

de una forma de vivir con características propias y que se regula 

con sus propios preceptos históricos y doctrinarios nacidos de los 

usos y la costumbre a través de la historia. 

Hay que tener en cuenta además que, durante el 

Tahuantinsuyo no hubo derecho conforme lo afirma La Madrid 

(2018), pues, refiere que si bien existió una cultura o grupo étnico 
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homogéneo durante un periodo y espacio en la historia 

denominado imperio de los incas, este no alcanzo a tener las 

características para denominarlo estado y  que existiera un derecho 

inca, existe opiniones dispersas sobre este tema  donde se le da 

valor al registro escrito de las culturas antiguas para determinar si 

fue o no una civilización desarrollada o por lo menos para recabar 

sus características, es aún más difícil de creer que no existía un 

estado y derecho si  recordamos las tan populares leyes de los 

incas representados por el Ama Sua, Ama Kella y Ama Llulla, pero 

que para La Madrid no representan un orden jurídico o por lo menos 

no lo valora como tal en la historia.  

Esta percepción podría justificarse en el hecho de que, si 

hubiese existido un derecho inca, hoy no estaríamos hablando de 

una regulación de las comunidades campesinas sino quizá el 

debate se enfocaría en la prevalencia de dicho derecho inca, sin 

embargo, se le brinda la característica de Autóctono por ser 

precisamente nacido en la zona donde se desarrolla donde algunos 

usos y costumbre permanece vigentes desde incluso antes de los 

incas.  

b. TIENE UN CARÁCTER MULTIDISCIPLINARIO 

La comunidad campesina, tiene un carácter multidisciplinario 

no se encuentra definido el tiempo exacto de su existencia, pero 

evidentemente su origen se remonta a ser considerada una 

organización prehispánico y colonial; y precisamente durante el 

transcurso del tiempo ha adquirido nuevos formas, usos y 

costumbres, desde ese punto de vista bien podría ser analizado 

como un evento histórico, con contenido sociológico, como un tipo 

organizativo o una persona jurídica, es esta circunstancia la que 

determinan la razón por la cual:  

No podemos mirar a la regulación de  las comunidades 

campesinas, sin mirar otras disciplinas presentes como la historia 
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que conforma su usos en el tiempo, la antropología o la sociología 

que están ligadas al estudio de las personas  y del propio derecho 

entre otros, Sin los aportes de estas disciplinas, no sería posible 

concebir la existencia de una disciplina jurídica con las 

características, con los principios y con el bagaje de conocimientos 

que tiene el derecho de las comunidades (La Madrid, 2018, Pg. 74). 

c. TIENE UN INDISCUTIBLE CARÁCTER INSTITUCIONAL 

Pues posee fines sociales de convivencia armónica, fines 

económicos de desarrollo y crecimiento, fines educativos a través 

del traslado de los conocimientos del campo, fines religiosos pues 

comparten sus creencias, fines políticos a través de las decisiones 

en asamblea y la elección de sus representantes o líderes, entre 

otros fines, por lo que resulta lógico y necesario para su 

funcionamiento construir o dotarse de un marco normativo para la 

regulación de todos sus fines. Este marco normativo interno es el 

estatuto de la comunidad, donde se describe y define la forma 

organizativa y el mecanismo de funcionamiento, mencionando 

deberes que deben cumplir los comuneros, así como los derechos 

y sus obligaciones.  

ya se hizo un deslinde claro de que las normas que regulan a 

las comunidades campesinas está alejado de la regulación agraria, 

a pesar de que la agricultura representa la actividad económicas 

principal, esto lo deja claro  diferentes autores al señalar que el 

derecho basado en la costumbre no pretenden regular la actividad 

agrícola o las que se relacionan con ella, “sino el desarrollo social 

de la comunidad  como un todo con las característica propias de 

una organización integral que  se dedica al  desarrollo de 

actividades multisectoriales orientadas a la realización de sus fines” 

(La Madrid, 2018, p. 408).  

Fines que como ya se dijo son variados y que no solo están 

orientados al tema económico sino a una convivencia social 
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armónica que abarca todos los aspectos que desarrolla una 

comunidad. 

d. ES PROTECTOR  

El derecho que le asiste u otorga un marco normativo a las 

comunidades campesinas no solo es de carácter regulatorio de sus 

usos y costumbres o de su propia convivencia, particularmente es 

un derecho protector de formas, métodos, valores, hechos y 

costumbres de vida que se desarrollan en el entorno de las 

comunidades, esta protección se extiende a su vigencia y está 

ligada al elemento humano y a la protección que el derecho les 

otorga. para hablar de protección también podemos hablar de 

peligro o vulnerabilidad  y es precisamente este contexto el que se 

ha  puesto en evidencia o manifiesto a través de los 

pronunciamientos del Tribunal Constitucional, que entre sus 

principales fundamentes desarrollados sobre el tema ha señalado 

que : “Es de resaltar que las situaciones jurídicas de ventaja y 

desventaja son reconocidas a los grupos étnicos, tomando en 

cuenta la realidad y las concepciones que éstos guardan sobre el 

mundo que los rodea. Así, a partir de ello se debe disponer de una 

tutela adecuada a su contenido y necesidades” (Sentencia del 

Tribunal Constitucional N°. 03343-2007-PA/TC, 2009).  

En por esta valoración del derecho de comunidades que se 

tiene entre otro objetos y finalidades el de ser un derecho que 

protege los valores y los bienes autóctonos que tiene presencia 

predominante en cada comunidad. haciendo una mirada al Perú, 

este rol protector se pone de manifiesto desde la promulgación de 

la Constitución de 1920, manteniendo el rol protector en las 

constituciones de 1933 y de 1979. la constitución vigente que data 

del año de 1993, El artículo 89º le otorga y marca claramente la 

autonomía de las comunidades, brindando garantías al ejerció de 

la propiedad de las comunidades, así como la imprescriptibilidad de 

sus tierras ordenando al Estado representado por los gobiernos o 
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mejor dicho dirigido a ellos el de actuar con respeto a la identidad 

cultural de las comunidades.  

e. ES UN DERECHO DE CARÁCTER MIXTO 

Las comunidades campesinas tienen dentro de su 

organización características sociales donde se encuentran 

presente los intereses individuales de sus comuneros, así como los 

intereses colectivos de la comunidad en su conjunto, entendiendo 

que los comuneros tiene posesión de tierras para el trabajo y la 

explotación económica, asimismo tiene  o procuran la protección 

de su zona en conjunto  del agua y  repelen actividades que pueden 

generar perjuicio a su espacio de convivencia como la 

contaminación, la tala entre otros factores perjudiciales, es en ese 

contexto y por la presencia de estos intereses que se señala al 

derecho de comunidades como un derecho mixto pues vela por 

regular en conjunto  e individualmente a los comuneros y 

comunidades, teniendo un carácter tanto público  así como privado.  

Esto se entiende al describir la dirección a la que apunta la 

regulación o el derecho existente, si el objeto o interés tutelado y 

protegido es el denominado general, de beneficio colectivo o 

común entre comuneros, estamos hablando de un derecho público, 

pero sí en cambio la regulación protege, regula o tutela los 

intereses de particulares, este corresponderá al derecho privado.   

para Fernández ( como se cito en La Madrid, 2018) “las 

comunidades por el predominante interés social que les es 

inherente se ubican en el ámbito del derecho público. del mismo 

modo opina G. Figallo, quien sostiene que “las comunidades 

campesinas por definición son entes autónomos de “Derecho 

Público”, pues están dotadas de “propios poderes” establecidos por 

la Constitución y bajo su “particular garantía”.  

Percepciones que justifican pero que nunca deberían limitar 

la extensión del derecho de comunidades al derecho privado, dicho 
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de otro modo, estas opiniones no pueden marcar un límite a la 

realidad que se observa en el derecho de comunidades, pues si 

bien su conceptualización se limita a señalar que son derecho 

público no podemos afirmar que esta sea predominante a tal punto 

que descartemos al derecho privado, más aún si como sabemos el 

Código Civil los considera como instituciones privados.  

Es muy difícil establecer los límites, las característica o 

parámetros que permitan identificar y diferenciar a que derechos 

pertenecen al derecho público y cuales al derecho privado y no 

estando de acuerdo con la teoría limitativa de que la regulación de 

las comunidades campesinas solo pertenece al derecho público 

corresponde identificarlo como un derecho mixto, ambos derechos 

tanto público como privado se complementan. 

f. ES UN DERECHO DE CARÁCTER ESTATUTARIO 

El estatuto particular que posee cada una de las comunidades 

campesinas es la fuente interna del derecho que las regula. y su 

obligatoriedad se encuentra a la par de los acuerdos adoptados 

dentro de las asambleas celebradas con la participación de la 

comunidad en general, dentro del Estatuto se desarrollas las 

disposiciones que regular la forma organizativa de la comunidad, 

cargos representativos y funciones, así como la finalidad y objetivos 

de la comunidad, su autonomía y personería jurídica nombre o 

denominación, las tierras que abarca su dominio o posesión, los 

requisito para ser comunero o integrarse a la comunidad 

determinando sus derechos y deberes, el padrón general de 

miembros, las prohibiciones y sanciones, entre otros. 

 y no nos estamos refiriendo a la norma estándar dictada por 

el estado  que durante la vida republicana a determinado ciertos 

aspectos o parámetros de reconocimiento entre otras legislaciones 

generales sino al estatuto elaborado de manera interna basado en 

las formas de convivencia tradicionales de cada comunidad  
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aprobadas en asamblea general y rige solo para ña comunidad y 

los comuneros que la aprueban, por lo que no emana del poder 

legislativo del estado, sino de la autonomía  que poseen las 

comunidades campesinas  para ejercer  su  voluntad privada  una 

razón más para determinar que también es sujeto derecho privado, 

circunstancia que es observado por el Tribunal Constitucional 

peruano considerando más bien que la potestad normativa  para 

crear un estatuto de las asociaciones se deriva y se sustenta en el 

derecho fundamental de asociación. En ese sentido, el Tribunal ha 

establecido:  

“(…) dentro de ese mismo derecho de asociación o, dicho de 

otro modo, dentro de su contenido constitucionalmente protegido 

también se encuentra la facultad de que la asociación creada se 

dote de su propia organización, la cual se materializa a través del 

estatuto (…) En definitiva la potestad normativa de una asociación 

tiene como fundamento el derecho de asociación, de modo que 

constituye un atributo constitucional de toda asociación. Desde esta 

perspectiva debe entenderse que esta potestad no deriva de la 

facultad dispuesta por el Código Civil y por ello de un ámbito de 

mera legalidad ordinaria, sino que haya fundamento directo en el 

derecho fundamental de asociación” (Sentencia del Tribunal 

Constitucional N° 2868-2007-PA/TC, 2008).  

Ahora bien, siempre se ha señalado que ningún derecho es 

absoluto por lo tanto como se puede observar en una sentencia 

materia de protección del derecho fundamental de asociación, “el 

Tribunal Constitucional ha dispuesto que un Juez podrá ordenar a 

las asociaciones que modifiquen su estatuto si se determina que 

alguna disposición contenida en este vulnera derechos 

fundamentales. Esto en aplicación de la denominada “eficacia 

horizontal de los derechos fundamentales”, que involucra dentro de 

sus efectos a los entes privados, asociaciones, cooperativas y 

porque no decirlo a comunidades campesinas y nativas”. (La 
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Madrid Ibañez, 2018, p. 56). 

2.2.4. LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DE LA JUSTICIA COMUNAL 

Para Ruiz (2019) el artículo 149° de nuestra Contitucion vigente 

desde el año de  1993 es la que pone a la justicia comunal a nivel 

constitucional,  demas esta decir que este articulo es copia de otros 

existentes, sin embargo creemos que hondar en el asunto resulta 

extender y desviar las razones del estudio, ahora bien  el analisis de este 

articulo nos lleva a valorara una deficiencia y es que el problema con el 

artículo 149° de la Constitución es que solo reconoce facultades 

jurisdiccionales a las comunidades campesinas y nativas, obviando la 

existencia de las rondas camepsinas asi como las facultades que 

deberian tener o ejercer, mas aun si estas manifestaciones  

organizativas  surgen dentro de las comunidades con la prerrogativa de 

regular el comportamiento interno, esta deficiencia es aborado  por la 

Corte Suprema a través de su Acuerdo Plenario, sin embargo en algun 

momento principalmente antes de la existencia del acuerdo plenario 

mencionado esta ausencia de reconocimiento ocasiono que a dirigentes 

de rondas campesinas les abrieran procesos penales por usurpación de 

funciones y otros delitos a propósito del ejercicio de la función 

jurisdiccional, son tomar en cuenta su  origen pues estos nacen dentro 

de las propias comunidades campesionas y nativas generando una 

etapa de persecucion y criminalización a quienes ejercian la funcion 

jurisdiccional.  

2.2.5. JUSTICA COMUNAL O JUSTICA ORDINARIA PENAL 

Todo el contexto que se genera alrededor del reconocimiento de la 

justicia denominada comunal abrió otro debate, pues no se podía 

determinar de manera adecuada el límite existente para definir el campo 

de acción de la justicia comunal frente a la justicia ordinaria. En ese 

contexto, el Art. 18° del C.P.P es relevante, pues ratifico la existencia 

paralela de la justicia comunal determinada en el Art. 149° de la 

Constitución, donde además se define la prevalencia y preferencia de la 
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justicia comunal al momento de definir la resolución de un conflicto, si 

esta se presenta en el marco de la jurisdicción comunal, es así que el 

código procesal penal aprobado mediante Decreto Legislativo N.° 957 

señala los límites de la jurisdicción penal ordinaria indicando que “La 

jurisdicción penal ordinaria no es competente para conocer: (…) 3. De 

los hechos punibles en los casos previstos en el artículo 149° de la 

Constitución”. ( Codigo Procesal Penal, 2004, articulo 18) 

Evidentemente, ya se dijo que algunos doctrinarios del derecho, 

operadores e opinologos no desean reconocer ni ver en esta norma la  

regla de la preferencia de la justicia comunal, al presentarse un caso de 

conflicto  con la denominada justia ordinaria, es sin duda una 

circunstancia poco alentadora en su aplicación y consolidacion, sin 

embargo poco a poco se ha venido reconcoiendo ciertas circunstancias 

teorica como la pluricultiralidad o el enfoque multicultural que sin duda 

abriran paso al reconocimiento difinitivo de estos derechos y su accionar 

paralelo, que derivara finalmente en la elaboracion de los parametros 

que los diferenciaran  y demarcaran finalmente sus campos de acciones 

y sus limites de aplicacion. 

2.2.6. ACUERDO PLENARIO N° 1-2009/CJ-116  

El acuerdo plenario es  una reunion de jueces supremos que se 

convoca de oficio solo por decision de la corte suprema para unificar 

criterios mediante un acuerdo respecto a  un tema que ha generado 

conflctividad en la jurisprudencia naciona mediante este acuerdo se 

busca un mejor desarrollo de la doctrina jurisprudencial evitando la 

divergencia en las decision que adoptan  los jueces a nivel nacional, 

tiene como base legal el Art. 116 de la LOPJ, es emitido por el pleno 

jurisdiccional, (todos los jueces supremos), tiene efecto vinculante sobre 

las deciciones de los todos los jueces sin distincion de la instancia a la 

que pertenescan, incluso la propia corte suprema, sin embargo dicha 

vinculacion es relativa por que los jueces pueden apartarse de su efecto 

vinculante si cumplen las exigencias del  Art.  22 de la LOPJ. 
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Dicho esto el Acuerdo Plenario N° 1-2009/CJ-116, regula y unifica 

las decisiones referido a las  Rondas Campesinas y Derecho Penal, 

ratificando  la relevancia normativa que posee, asi como el derecho a 

una jurisdicicon especial comunal, y delimitando sus alcances, 

estableciendo el procedimiento que deben seguir los jueces cuan se 

impute un delito contra quienes integran las rondas campesinas asi como 

identificar los elementos para la aplicación de la justicia comunal a traves 

de las rondas.  

Para el desarrollo y aplicación de dicho fuero jurisdiccional el 

acuerdo plenario menciona dos aspectos el primero de ellos es la 

identificación de los siguientes elementos:  

Elemento Humano. Existencia de un grupo diferenciable por su 

origen étnico o cultural y por la persistencia diferenciada de su identidad 

cultural. Como ha quedado expuesto en los párrafos anteriores, las 

Rondas Campesinas tienen este atributo socio cultural. (Acuerdo 

Plenario N.° 1-2009/CJ/116, 2009) 

Podemos afirmar que no solo la ronda campesina tiene ese a 

tributo pues son las comunidades campesinas de donde nacen estas 

rondas las que poseen en primer término esas características, dicho de 

otro modo, las rondas campesinas cumplen este atributo por extensión 

al pertenecer a las organizaciones campesinas y nativas.  

Elemento Orgánico. Existencia de autoridades tradicionales que 

ejerzan una función de control social en sus comunidades. Las Rondas 

Campesinas, precisamente, es esa organización comunal que, entre 

otras múltiples funciones, asume funciones jurisdiccionales para la 

solución de los conflictos. Ellas cuentan con la necesaria organización, 

con el reconocimiento comunitario y con capacidad de control social. 

(Acuerdo Plenario N.° 1-2009/CJ/116, 2009) 

Asimismo, la propia comunidad puede a través de su estatuto u otro 

elemento normativo y mediante su directiva asumir la función de control 

social en su comunidad.  
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Elemento Normativo. Existencia de un sistema jurídico propio, de 

un derecho consuetudinario que comprenda normas tradicionales tanto 

materiales cuanto procesales y que serán aplicadas por las autoridades 

de las Rondas Campesinas. Esas normas, en todo caso y como 

perspectiva central de su aceptabilidad jurídica, han de tener como 

fundamento y límite la protección de la cultura comunitaria, asegurar su 

mantenimiento y prevenir las amenazas a su supervivencia. (Acuerdo 

Plenario N.° 1-2009/CJ/116, 2009) 

Elemento Geográfico. Las funciones jurisdiccionales, que 

determinan la aplicación de la norma tradicional, se ejercen dentro del 

ámbito territorial de la respectiva Ronda Campesina. El lugar de comisión 

del hecho, determinante de la aplicación de la norma tradicional, es 

esencial para el reconocimiento constitucional de la respectiva función 

jurisdiccional de la Ronda Campesina: las conductas juzgadas han de 

ocurrir en el territorio de ésta. (Acuerdo Plenario N.° 1-2009/CJ/116, 

2009) 

Luego de validar estos requisitos elementales los jueces en 

segundo termino deben iniciar el análisis para la identificación del factor 

de congruencia, que es interpretado como el analisis del derecho 

consuetudinario que se pretende aplicar o que se aplica  por las 

autoridades encargadas de la jurisdcicion comunal, donde sus normasy 

alcances no afecten los derechos fundamentales del procesado, de 

existir  alguna vulneracion o afectacion  no puede ser aplicada pues esta 

circunstancia no es admitida bajo ninguna  justificacion aun si esta derive 

de la costumbres u otras manifestaciones culturales de la comunidad. 

2.2.7. DESCARGA PROCESAL  

Para definir claramente la descarga procesal, debemos primero 

advertir a que se le llama carga procesal y la forma mas sencilla de 

hacerlo es mencionando que la carga procesal es el numero resultante 

entre sumar los expedientes que se encuetran pendientes (años 

anteriores) a la fecha y los expedientes que ingresaron en el presente 
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año, es decir, aquellos que aun no han encontrado una resolucion dentro 

del sistema procesal, ahora bien para avocarnos aun mas 

detalladamente en la investigacion debemos identificar esa carga 

procesal en el sistema penal, especificamente desde el punto de vista 

del Ministerio Público, señalando en ese sentido que la carga procesal 

del Ministerio Público es la suma del numero de casos ingresados en el 

año en curso más la cantidad de casos pendientes de años anteriores 

que aun no han logrado un pronunciamiento firme que determine su 

finalizacion.  

Para Hernandez (2009) existen cinco caracteristicas que justifican 

el estudio de la carga procesal, estas caracteristicas atractivas generan 

cierto interes particular en su estudio, el primero esta relacionado a su 

concepcion, la justicia es un servicio por lo tanto debe ser otorgado de la 

manera mas eficiente posible, entendiendose con ello que el aumento 

de la carga procesal es una barrera para alcanzar la justicia, siendo 

importante observar que  la justicia que demora ya no es considerada 

justica; en segundo lugar se considera a la carga procesal como un 

problema activo, es decir, siempre estara presente pues se entiende que 

siempre existira nuevos procesos e investigaciones que aumenten el 

numero de pendientes es un fenomeno sin fin, por lo tanto siempre 

estara latente sus efectos en los ciudadanos y por lo tanto la intencion 

de estudiar una solucion; en tercer lugar se considera que la informacion 

que su dinamica como problema tiene mas mitos que realidades, pues 

las evaluaciones o criterios de evaluacion no procuran atrapar todos los 

matices de este fenomeno, es decir su origen o funcionamiento no estan 

correctamente evaluados dejando escapar un analisis real del problema; 

en cuarto lugar se considera que la suma de los puntos anteriores hace 

que las posibles soluciones evidencien poco efecto en su intencion; y 

finalmente se considera que la responsabilidad puede caer 

habitualmente en el juez, o en este caso de estudio en quien se 

encuentra como responsable de la investigacion que para nuestra 

legislacion siempre recae sobre el Fiscal, sin embargo la carga procesal 

esta ligado a muchos mas factores de responsabilidad  y otros actores 
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en el proceso que inciden directa e indirectamente en la carga procesal 

como son abogados, sujetos procesales, asistentes y otros actores 

participantes. 

Ahora bien, si todo lo que se genera alrededor de la carga procesal 

podria indicarse como la antitesis del derecho, es simple razonamiento 

indicar que la descarga procesal sera el alineamiento de las acciones a 

favor de la justicia y la eficacia de los sistemas vinculados al derecho, 

siendo que una efectiva descarga procesal permitira una resolucion de 

conflictos pronta y celére, lo que implica la reduccion de un problema 

sintomatico muy urgente. 

2.3. DEFINICIONES CONCEPTUALES 

Acusación. Teniendo en cuenta que nos referimos a la accion que 

realiza el fiscal  en su interpretacion mas simple seria  llevar a una persona 

ante el juezo o el tribunal, esto por que acusar podria ser tinterpretado como 

informar un hecho cometido por otro sin embargo para el derecho en el 

proceso penal se entiende a la función de acusar que corresponde al 

Ministerio Público – Fiscalía. 

Caso. Es el hecho o hechos con relevancia penal contenidos en una 

carpeta fiscal y que cuenta con un código único en el sistema de gestión de la 

carga fiscal. 

Código unico de caso. Es la serie numerica que identifica el caso 

ingresado y se origina a partir de los datos de la denuncia. 

Carpeta fiscal. Es la herramienta de apoyo o instrumento tecnico de 

trabajo del fiscal que se abre para el manejo documentario  de la acciones  de 

investigacion. 

Celeridad procesal. Es valorado como un principio que conforma las 

manifestaciones del debido proceso, su objetivo es que dentro del proceso 

penal los actos procesales no se realicen con dilaciones indevidas, que el 

proceso no se dilate en el tiempo y se de en un tiempo razonable que evite 

perjuicios por la demora. 
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Denuncia. Es la solicitud verbal o escrita, comunicación o noticia de 

interes o relevancia penal. 

Fiscal. designado en representacion  del M.P. y por ende quien ejecuta 

la titularidad del ejercicio de la accion penal, conduciendo la investigacion del 

delito practicando u ordenando practicar actos de investigacion de un delito y 

de ser el caso cumplir con la funcion de acusar ante el juez al imputado. 

Investigación fiscal. Es el conjunto de diligencias previas practicadas 

por quien es señalado como el representante del M. P. antes de formalizar la 

investigación preparatoria ante el juzgado competente, la cual es realizada 

para la averiguación de un hecho presuntamente delictivo y la responsabilidad 

de los participes en el mismo. 

Imputado. Es la persona a quien se le atribuye  haber cometido un delito, 

en un proceso judicial sin que haya una decision firme de su responsabilidad,  

ser imputado no implica  culpabilidad sino que está siendo investigado 

judicialmente por la probabilidad de ser culpable. 

Juez. Cargo perteneciente a la estructura del Poder Judicial que ejerce 

la función jurisdiccional, persona encargada de resolver una controversia y en 

penal el que decide la culpabilidad o inocencia de un imputado, decision que 

adopta al hacer un juicio de valoracion de las evidencias  y/o pruebas 

presentadas y actuadas en juicio. El juez es la autoridad máxima en un 

Órgano o Tribunal de Justicia. En general, se caracterizan por su autonomía, 

independencia. 

Proceso judicial. Controversia presentada ante la jurisdicción del poder 

judicial, dirigido por un jues o tribunal  a fin de emitir una decision que resuelva 

un problema o incertidumbre jurídica, aplicando el derecho con justicia. 

Jurisdicción especial. Derecho de las autoridades de un grupo social 

de utilizar su derecho propio o derecho consuetudinario con el fin de impartir 

justicia y resolver los conflictos generados en su territorio.  

Comunidad campesina. Organización de interés público, con 

existencia legal y personería jurídica, integrada por familias que habitan y 
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controlan determinados territorios, ligadas por vínculos ancestrales, sociales, 

económicos y culturales, expresados en la propiedad comunal de la tierra, el 

trabajo comunal, la ayuda mutua, el gobierno democrático y el desarrollo de 

actividades multisectoriales, cuyos fines se orientan a la realización plena de 

sus miembros y del país.  

Derecho consuetudinario. Se llama asi a toda manifestacion normativa 

que es aplicada para resolver conflictos o incertidumbres dentro de 

organizaciones que aplican esta regulacion en funcion de sus costubres usos 

y tradiciones, Se trata de una justicia popular de sentido común basada en 

valores, normas y procedimientos informales, que no se encuentran escritos, 

pero que son ampliamente entendidos de manera implícita (Gitlitz, 2020). 

Jurisdicción. Acción de administrar el derecho, no de establecerlo. es 

pues, la función específica de los jueces. también, la extensión y límites del 

poder de juzgar, ya sea por razón del territorio, un espacio determinado y del 

fuero que le esta atribuido, algunas fueron existentes son el administrativa, 

civil, comercial, correccional, criminal, laboral, etc. (Ossorio, 2003) 

2.4. SISTEMA DE HIPOTESIS 

2.4.1. HIPOTESIS GENERAL 

HG. Existe descarga procesal si se aplica la justicia comunal en el 

delito de usurpación en las fiscalías provinciales penales corporativas de 

Lauricocha, 2019-2021. 

2.4.2. HIPOTESIS ESPECIFICA 

HE1. Existen carpetas fiscales donde se debe aplicar la justicia 

comunal respecto al delito de usurpación en las fiscalías provinciales 

penales corporativas de Lauricocha, 2019-2021. 

HE2. Son cuatro elementos objetivos y un factor de congruencia 

para la aplicación de la justicia comunal en el delitoe de usurpación en 

las fiscalías provinciales penales corporativas de Lauricocha, 2019-

2021. 
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2.5. SISTEMA DE VARIABLES 

2.5.1. VARIABLE DEPENDIENTE 

VD. Descarga Procesal. 

2.5.2. VARIABLE INDEPENDIENTE 

VI. Justicia Comunal 

2.6. OPERACIONALIZACION DE VARIABLES 

Variable 
Definición 

Conceptual 
Definición 

Operacional 
Dimensione

s 
Indicadores 

Variable 
Dependiente

: 
Descarga 
procesal 

Término empleado 
para referirse al 
dinamismo que se 
brinda en la atencion 
de los procesos 
judiciales, logrando su 
conclusión o resolucion 
oportuna 

Esta variable 
se va medir a 

través de: 
La ficha de 
análisis de 
carpetas 
fiscales. 

Cuestionario a 
los fiscales y 
asistentes. 

Alta 
descarga 
procesal 

 
Mediana 
descarga 
procesal 

 
Baja 

descarga 
procesal 

Porcentajes: 
De 67% a 

100% 
 

De 34% a 
66% 

 
 

De 0 % a 
33% 

Variable 
Independien

te: 
justicia 

comunal 

disciplina jurídica que 
se encarga de la 
elaboracion y analisis  
de las normas y 
principios que rigen la 
organización comunal  
u otras similares, su 
funcionamiento  y la 
autonomia  que debe 
ejercer dentro de su 
territorio. 
  

Esta variable 
se va analizar 

a través de 
fichas de 

análisis de 
carpetas 

fiscales sobre 
el delito de 
usurpación. 

Cumple 
todos los 

elementos 
objetivos y el 

factor de 
congruencia. 

 
Cumple 

algunos de 
los 

elementos 
objetivos y el 

factor de 
congruencia 

 
No cumple 

con los 
elementos 

objetivos y el 
factor de 

congruencia 

Aplica la 
justicia 

comunal 
 
 
 
 

Aplica la 
justicia 

ordinaria 
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CAPITULO III 

MARCO METODOLOGICO 

3.1. TIPO DE INVESTIGACION 

3.1.1. TIPO 

Para el desarrollo del trabajo académico se utilizó el tipo de 

investigación aplicada o empírica que como lo menciona Sanchez (1998) 

a este tipo de investigación también se le llama constructiva o utilitaria,  

y tiene como principal característica la aplicación de conocimiento 

dogmáticos a fin de observar los resultados o situaciones prácticas  que 

se generen, por lo que resulta acorde con la intención del tesista de 

analizar la aplicación de la justica comunal en el delito de usurpación lo 

que determinaría un descarga procesal significativa. 

3.1.2. ENFOQUE 

Para el trabajo desarrollado se considera pertinente medir  los 

resultados a traves de porcentajes por lo que  el onfoque adecuado  a 

aplicar es el  cuantitativo, que es sidoneo para estimar dimensiones de 

alcance de la descarga procesal . 

3.1.3. ALCANCE O NIVEL 

Hernández et al. (2010) señala sobre el nivel descriptivo: “Busca 

especificar propiedades, características y rasgos importantes de 

cualquier fenómeno que se analice. Describe tendencias de un grupo o 

población” (p.80) asimismo señala sobre el nivel explicativo: “(…) su 

interés se centra en explicar por qué ocurre un fenómeno y en qué 

condiciones se manifiesta, o por qué se relacionan dos o más variables” 

... (p. 84). 

El desarrollo de la presente investigación es de nivel Descriptivo – 

Explicativo pues este busca detallar propiedades, caracteristicas y 

rasgos importantes de todo el fenomeno que se analiza. 
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3.1.4. DISEÑO 

Con relación al diseño metodológico Hernandez et al. (2010) opina 

que: “El término diseño se refiere al plan o estrategia concebida para 

obtener la información que se desea” (p. 120). 

El trabajo de investigación desarrollado en esta ocasión posee un 

diseño descriptivo causal explicativo, pues lo que se pretende es 

describir  y explicar la aplicación de la justicia comunal en los delitos de 

usurpacion  y si estos generarian (causa) descarga procesal: 

Cuyo esquema es:  

 

Donde: 

O   = Observación. 

M   = Muestra. 

X, Y  = variables. 

  = influencia (Causa). 

M representa  en el esquema presentado a la muestra, y la 

representacion de X, Y en cada O indica las observaciones obtenidas en 

cada variables del trabajo de investigación, asimismo   la flecha → 

representa a la influencia (causa) que se presenta entre variables. 

3.2. POBLACION Y MUESTRA 

3.2.1. POBLACION 

La propuesta de población utilizada en este estudio es de 56 
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carpetas fiscales de investigación del delito de usurpación de la provincia 

de Lauricocha, que representa a la totalidad de casos presentados, 

asimismo se ejecutara la investigacion con la participacion de 04 fiscales 

y 04 asistentes de función fiscal de la provincia de Lauricocha. 

3.2.2. MUESTRA 

Para la muestra se ha elegido la totalidad de población existente, 

esto permitirá abarcar de manera concreta precisa  todas la variables 

existentes sin descuidar ningun extremo de la poblacion de estudio  lo 

que conayubara a alcanzar los objetivos  que se plantearon en la 

investigación y  que los los resultados brinden una represntacion del 

100% de la realidad pues el estudio estarán basados en la totalidad de 

la población presentada. 

3.3. TECNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCION DE DATOS 

3.3.1. PARA LA RECOLECCION DE DATOS 

a. FICHAJE 

Esta técnica nos permitió recolectar información teórica en las 

fuentes bibliográficas, páginas web, y otros, proporcionándonos 

información para la elaboración del marco teórico, facilitando la 

redacción de manera ordenada en el desarrollo de la investigación y una 

contrastación de teorías. 

b. FICHA DE ANALISIS DE EXPEDIENTES 

Nos permitirá indagar en las características que posee cada caso 

o carpeta fiscal del delito de usurpación estudiada permitiéndonos 

recopilar la información a fin de dar respuesta y comprobar todas las 

afirmaciones planteadas correspondientes a la hipótesis de la 

investigación. 

c. LA ENCUESTA 

Permitió la recopilación de información, mediante la aplicación de 
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preguntas formuladas y aplicada en los 04 fiscales y 04 asistentes de las 

fiscalías provinciales penales corporativas de Lauricocha mediante un 

cuestionario con aplicación de la escala Linkert al ser ideal para medir 

reacciones, actitudes y por ser conveniente en su aplicación por cuanto 

permite una tabulación efectiva de la información. 

3.3.2. PARA LA PRESENTACIÓN DE DATOS 

a. TABLAS 

estas fueron diseñadas para reflejar la información obtenida en la 

investigación, mediante la aplicación de los instrumentos en los sujetos 

de estudio, así como en las carpetas fiscales. 

3.4. TECNICAS PARA EL PROCESAMIENTO Y ANALISIS DE LA 

INFORMACION  

Se va a exponer los hechos encontrados, así como la perspectiva que 

tiene los fiscales y asistentes de función fiscal analizando objetivamente los 

resultados relacionándolos entre sí, mediante un pensamiento crítico 

interpretando la realidad reflejada en los instrumentos utilizados en la 

investigación, las mismas que serán convertidas en frecuencias y promedios 

porcentuales para su mejor interpretación. 
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CAPITULO IV 

RESULTADOS 

4.1. RELATOS Y DESCRIPCION DE LA REALIDAD OBSERVADA 

Durante el inicio de  mi vida universitaria la inclinación por el derecho 

penal y procesal penal ha sido evidente; la investigación la persecución del 

delito y el entorno de la función fiscal han marcado mi camino estudiantil, luego 

como todo egresado inicie en puestos menores como asistente administrativo, 

asistente función fiscal, fiscal adjunto provincial y hoy en día fiscal provincial 

de Lauricocha en el departamento de Huánuco, este recorrido profesional que 

empezó en la fiscalía de Huánuco, permitió que se me diera la oportunidad de 

trasladarme a la provincia de Lauricocha me ha brindado la oportunidad de 

observar un contraste significativo respecto a los casos que se ven en la 

ciudad capital del departamento que es una metrópoli urbana en crecimiento 

y que  su casuística y índice delictivo está enfocado a delitos de ciudad, frente 

a una provincia con población dispersa a lo largo de su territorio con sus 

actividades económicas principalmente  la agricultura y otras actividades 

productivas derivadas de la explotación de la tierra y los espacios existentes, 

siendo que las incidencias y factores delictivos son diferentes, y la presencia 

de las instituciones del estado tienen una marcada diferencia, pues mientras 

que en la provincia de Huánuco se encuentran todas las instituciones 

presentes y la incidencia delictiva lo ve el derecho penal ordinario, así como 

el control sobre seguridad y otros aspectos lo realiza la policía nacional, si 

bien estas instituciones existen en la provincia de Lauricocha, también existe 

la presencia de grupos sociales diferentes reconocidos y no reconocidos, 

entre las que se encuentran las comunidades campesinas, existen muchas 

más como las JASS- juntas de administración servicio de saneamiento, los 

agente municipales, asociaciones productoras etc., sin embargo para el 

presente trabajo de investigación son las comunidades campesinas los 

principales protagonistas pues su reconocimiento a nivel constitucional y la 

protección que se les brinda basado en el derecho consuetudinario, así como 

su presencia en mayor número generan más incidencia de casos penales 

vinculados a sus integrantes. 
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En mi labor como fiscal provincial he podido apreciar la presencia de 

índices delictivos cometidos dentro del territorio de las comunidades 

campesinas en Lauricocha, estos delitos habitualmente son atendidos por la 

justicia ordinaria, sin embargo en algunos casos la propia comunidad 

campesina interviene a fin de brindarle una solución al conflicto y en algunos 

casos otorgar un castigo a quien comete un hecho contrario a las costumbres 

y reglas dentro de la comunidad campesina, es en esa circunstancia que pude 

observar los conflictos que se ocasionan por la aplicación de la justicia 

comunal, y cuál sería su incidencia en caso de empezar a delimitar su 

aplicación, es decir, determinar que la justicia ordinaria no es competente y 

por lo tanto corresponde aplicar la justicia comunal de manera 

complementaria y decidir que los casos vistos en esta justicia ya no sean 

revisados por la justicia penal general por cuanto tiene reconocimiento 

constitucional, así como está la delimitación señalada el nuestro código penal 

a través del artículo 18°, siendo innegable que el Perú es un país multicultural 

o intercultural y esa diversidad ha dado paso al reconocimiento de la justicia 

comunal, que es una justicia especial basada en el derecho consuetudinario 

por lo que debemos manejarnos con respeto de la auto regulación de las 

manifestaciones culturales u organizaciones culturales con presencia en todo 

el país principalmente de las denominadas comunidades campesinas y 

nativas. Cuan valioso resultaría para la justicia ordinaria penal actuar como 

complemento a la justicia comunal, otorgándole o mejor dicho cediéndole el 

espacio de acción de manera tal que permita la reducción de la carga 

procesal, claro está con el respeto a los parámetros que se mencionan en el 

acuerdo plenario N° 1-2009/CJ-116, que vio la luz hace más de 14 años, sin 

embargo, aún no se tiene claro esa delimitación entre ambas justicias.  

Ahora bien a través de nuestra historia el reconocimiento que hoy goza 

la justicia comunal no siempre estuvo presente, pues durante el proceso de 

consolidación del país como un estado soberano, es decir como un país 

independiente se vio postergado, no por que no exista o se cuestionara su 

existencia, sino por otros factores, es así que el código penal de 1862 no 

evidencio ni someramente norma de reconocimiento a la justicia comunal, 

esto debido a que como señala el profesor José Hurtado Pozo (como se cito 
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en Villavicencio, 2017) respecto a este codigo que nacio con un espiritu de 

buscar la igualdad de todos, en aquellos tiempos los libertadores tenian una 

idea sobre la libertad, la independencia y la igualdad, pues al fundar la nueva 

republica debian considerar a todos como peruanos iguales ante la ley, vision 

que era arraigo popular en la epoca y que no tenia cuestionamientos pues se 

encontraba en preminencia las acciones libertarias, por lo que no existia 

norma alguna que considere tratar diferenciadamente a quienes pertenecian 

a comunidades campesinas y nativas de aquellos que no la integraban 

(Villavicencio, 2017). 

Luego vendría en 1924 un nuevo código penal en el que se manifiesta 

por primera vez un trato diferenciado a los delitos cometidos, por cómo se 

señala en aquel código, integrantes de ámbitos culturales distintos al “oficial” 

(Villavicencio, 2017) pero esta diferencia no estaba fundamentada en un 

proceso distinto o un tratamiento en su propia justicia o sus costumbres, sino 

más bien estaba justificado en señalar que estos integrantes no oficiales eran 

más bien inimputables, y que según las características del caso ese es el trato 

que debía dárseles, particularmente los articulas 44° y 45° del código penal 

de 1924 fijaron esa concepción y la palabra utilizada literalmente en estos 

artículos fue el llamarlos “salvajes”, en un análisis de estos artículos el 

legislador clasifico a los peruanos en: a) “hombres civilizados”, b) “indígenas 

semicivilizados o degradados por la servidumbre y el alcoholismo”, c) 

“Salvajes”. (Villavicencio, 2017). 

Existe varios intentos normativos tanto a nivel nacional como 

internacional, como por ejemplo el proyecto de código Indígena, sin embargo 

será el código penal de 1991 el que muestre nuevamente la intención de 

reconocimiento o mejor dicho tratamiento jurídico penal a  las personas 

pertenecientes a otros ámbitos culturales, es decir a quienes por sus 

costumbres no podrían ser considerados dentro de  las regulaciones 

generales del derecho penal ordinario de dicho código, por ende podría ser 

eximido de responsabilidad, así como podría disminuirse su pena  si este no 

comprendía  el carácter delictivo de sus actos, señalado en el artículo 15° del 

código penal de 1991 como “Error de Comprensión Culturalmente 
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Condicionado”, donde se observa un avance en el reconocimiento de una 

pluralidad cultural pero aun resistida a reconocer una jurisdicción diferente, sin 

embargo denoto un cambio en el tratamiento casi despectivo de quienes 

provenían de culturas ancestrales pues de pasar a ser considerados 

inimputables por  considerarlos en el peor de los casos como salvajes, como 

lo interpreta Villavicencio (2017) al referirse a esta circunstancia señala que 

se denoto un cambio de visión en la valoración como personas y como parte 

de la sociedad llevando la calificación de sus actos al campo de la 

comprensión y a otro tipo de culpabilidad, es en este contexto que llega el 

reconocimiento  que otorga la constitución de 1993, unificando diferentes 

luchas y contextos  de valoración  para dar paso a lo que Velásquez, (2020) 

llama  un resultado histórico, al lograrse en la asamblea constituyente el 

reconocimiento de la justicia consuetudinaria, marcando claramente dos 

escenarios, el sistema de justicia ordinaria integrado por las instituciones 

estatales conocidas  que funcionan en el ámbito estatal como son la Policía 

Nacional, Ministerio Público, Poder Judicial, etc.; y el sistema de justicia 

especial o consuetudinario ejercido por las comunidades campesinas y 

nativas, este reconocimiento se encuentra en diferentes puntos de la 

constitución de modo que: 

Se puede apreciar que la Constitución Política del Perú de 1993 

reconoce y protege la identidad étnica y cultural, así como la diversidad 

lingüística, en sus art. 2.19, art. 17 y 48. además, en su art. 89 reconoce la 

autonomía de las comunidades campesinas y nativas. (Villavicencio, 2017, p. 

94) 

Por otro lado, los art. 139.8 y 149 de la Constitución política del Perú, 

reconocen que el derecho oficial puede interactuar, de manera suplementaria, 

con principios del derecho consuetudinario. (Villavicencio, 2017, p. 94)    

Este resumen objetivo que hace el autor citado resulta ser el mapa 

exacto con el que se identifica todas las menciones que refuerzan el 

reconocimiento antes señalado dando paso a una identificación clara de la 

posición, importancia y alcances del derecho consuetudinario. 



60 

Luego tenemos los antecedentes de la investigación que aportan una 

base inicial para embarcarnos en este trabajo académico, como primer 

antecedente internacional observado se presenta el trabajo académico del Dr. 

Washington Marcelo Pineda del Hierro quien realiza un contraste de la 

aplicación dela justicia indígena y los conflictos con la justicia ordinaria, que 

no son distantes o ajenos a los que suceden en nuestra realidad nacional, sin 

embargo su aporte a los objetivos que se tubo fueron dogmáticos y 

conceptuales pues se pudo comprender las bases históricas y su 

consolidación y reconocimiento constitucional del concepto de justicia 

indígena, expresando la ausencia de una norma que permita su aplicación  y 

la incomodidad por la falta de aplicación y respeto de quienes ejercen  o 

pretenden ejercer la justicia  indígena y ven la intervención de la justicia 

ordinaria, de mismo modo el trabajo  presentado por Guarachi (2011) que 

inclina su estudio a la aplicación  de las bases de la jurisdicción indígena 

originaria  campesina para solucionar los conflictos  sobre la propiedad 

agraria,  hecho que lo hizo relevante como antecedente en el trabajo que se 

desarrolló pues, para nuestro país esos conflictos si bien no están 

determinados por la actividad agrícola como si lo hace ver Guarachi en su 

trabajo, el eje del uso de las tierras corresponde a la acción de explotar la 

tierra y la posesión  de las tierras comunales donde se presentan  los delitos 

de usurpación que estudiamos, el aporte principal fue conocer que las tierras 

comunales (para el caso Peruano) y la tierras agrícolas originarias (para el 

caso boliviano descrito por Guarachi) tiene un común denominador que es 

que  el derecho real otorgado  está ligado a la actividad a realizar y la 

autorización otorgada por la propia comunidad o conjunto social dominante. 

Los antecedentes nacionales de Mori (2018) y Pinares (2019) 

desarrollan un marcado conflicto entre la justicia consuetudinaria denominada 

también ronderil o en algunos casos justicia comunal, y la justicia ordinaria el 

primero busca explicar un contraste  de negación u oposición de los 

operadores  de justicia ordinarios respecto a la justicia comunal, presentado 

una serie de deficiencias para que la convivencia de ambos sistemas sea 

posible, el segundo  de manera mas directa muestra un proceso donde se 

declara el sobreseimiento de una investigación delictiva por la aplicación de 
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la función jurisdiccional especial de las comunidades campesinas,  

excluyendo  la aplicación de la justicia ordinaria si es que la justicia comunal 

ya intervino, hecho que refuerza la posición de aplicar la justicia comunal en 

los delitos de usurpación en la jurisdicción  de Lauricocha, si bien realiza 

algunas conclusiones, al contrastarla con nuestros objetivos  podemos 

concluir que estas son contradictorias al desarrollo teórico señalado hasta 

ahora en el trabajo pues Pinares (2019) procura disminuir su rango de acción 

de la justicia comunal señalando su aplicación para temas menores o de poca 

relevancia como es el caso de que este opina que solo sea aplicable a faltas 

y no a otros delitos, circunstancia que como ya señalamos  en el desarrollo de 

este antecedente no compartimos, es más reafirmamos la posición de señalar 

que el derecho consuetudinario y su reconocimiento o valor no está basado 

en el nivel educativo de quienes lo manifiestan, sino en su valor cultural por lo 

que realizar una barrera o limite a su acción basado en ello resulta un 

despropósito del estudiar a su jurisdicción, pues calificarlo como inferior 

transgrede su relevancia, aun así esta no es una carta blanca a favor de la 

jurisdicción comunal, pues  esta debe regirse por los parámetros básicos de 

los derechos fundamentales, el entendimiento alcanzado con este análisis 

contribuye a delimitar mejor sus máximos  frente los puntos de convergencia 

que aparezcan y que generen la incertidumbre de que justicia aplicar, esto 

permitió analizar los  elementos exigidos por el acuerdo plenario para la 

aplicación de la justicia comunal que finalmente es el test de operatividad que 

se debe observar para la presencia de una jurisdicción comunal.  

finalmente, los antecedentes locales mostraron su aplicabilidad como es 

el caso del trabajo académico de Villarreal (2018) y Salazar  que muestra las 

carencias de normatividad reglamentaria para la gestión de la diversidad 

cultural mediante la prevalencia de su sistema que tenga presencia junto al 

sistema ordinario, una cooperación y una convivencia lejana aun pero que 

muestra una consolidación básica para identificar deficiencias factores y 

responsabilidades, algo pendiente hoy en día, y que debe ser fortalecido.  

Ahora bien en nuestros días existe un sin número de acciones 

jurisdiccionales, que han procurado realizar el reconocimiento de la justicia 
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comunal  y otorgarle  el lugar constitucional otorgado,  cediendo mediante 

sentencias  la competencia al fuero comunal, o reconociendo algunos actos 

como propios del derecho consuetudinario, señalando por lo tanto que no 

pueden ser sancionados penalmente por actuar conforme a sus costumbres, 

se ha delimitado  los alcances y rasgos de aplicación, así como sus resultados, 

sin embargo existe aún deficiencias en su aplicación y una resistencia latente 

en el ámbito fiscal, así como judicial, que contrasta con los triunfos normativos 

que alcanza su reconocimiento a nivel  de la justicia  internacional y las 

declaraciones de derechos y convenios internacionales para su respeto y 

protección. 

El recorrido histórico planteado que termina en la realidad de nuestros 

días nos permite comprender que aún existen pendientes objetivos en el 

reconocimiento y operatividad  de la jurisdicción comunal, y un recelo en su 

aplicación, una deuda significativa con nuestra historia, nuestros 

antepasados, sus costumbres y quienes las heredaron, pero que de manera 

activa se sigue presentando gestos a favor de superar estos inconvenientes, 

uno de ellos es esta investigación que nos permite ver objetivamente los 

detalles y circunstancias del derecho consuetudinario y de la jurisdicción 

comunal. 
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4.2. CONJUNTO DE ARGUMENTOS ORGANIZADOS (DATOS) 

4.2.1. DATOS GENERALES  

En la región de Huánuco existen 300 Comunidades Campesinas, 

de un total de 7267 a nivel nacional, no está entre las regiones con mayor 

presencia de comunidades campesinas y apenas representa a nivel 

nacional un poco más del 4%. 

Tabla 1 

Registro de Comunidades Campesinas - Huánuco 

 
Total 
C.C. 

Reconocidas y 
Tituladas 

Reconocidas 
por Titular 

Por 
Reconocer y 

Titular 

*Extensión 
Titulada 

Huánuco 300 205 87 8 970780,04 

Nota. *Dato en kilómetros cuadrados. 

Fuente. adaptado del directorio de comunidades campesinas del Perú, citado por 
(Velasquez, 2020, Pg. 111). 

 

En la Provincia de Lauricocha existe un total de 20 comunidades 

campesinas, quienes representan un gran sector de la población, así 

como ocupan una parte del territorio de la provincia, desarrollando las 

actividades económicas principales como son la agricultura, crianza de 

animales, comercio y actividades derivadas, su presencia y 

reconocimiento determina que sea factible analizar la posibilidad de la 

aplicación de la justicia comunal y por ende analizar una posible 

descarga procesal.  

Tabla 2 

Registro de Comunidades Campesinas - Lauricocha 

 
Total 
C.C. 

Reconocidas y 
Tituladas 

Reconocidas 
por Titular 

Por 
Reconocer y 

Titular 

*Extensión 
Titulada 

Lauricocha 20 14 6  86458.76 

Nota. *Dato en kilómetros cuadrados. 

Fuente. adaptado del directorio de comunidades campesinas del Perú, citado por 
(Velasquez, 2020, Pg. 117). 
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En la jurisdicción de la Provincia de Lauricocha funcionan dos 

fiscalías provinciales penales corporativas, las cuales han visto un total 

de 56 casos de usurpación durante los años 2019, 2020 y 2021 con una 

ligera tendencia a la baja en el último año analizado. 

Tabla 3 

Registro de Casos de Usurpación en la Provincia de Lauricocha 

 2019 2020 2021 Total General 

1ra *FPPC - Lauricocha 14 18 11 43 

2da *FPPC - Lauricocha 6 7  13 

TOTAL 20 25 11 56 

Nota. *Fiscalía Provincial Penal Corporativa. 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la oficina de Gestión de 
Indicadores del MP. 

  

Los motivos de ingreso de las denuncias por delito de usurpación 

en la provincia de Lauricocha son diversos y de diferentes fuentes, sin 

embargo, para la administración de indicadores del Ministerio Publico se 

distribuye de la siguiente manera: 

Tabla 4 

Motivo de Ingreso de Casos de Usurpación en la Provincia de Lauricocha 

 2019 2020 2021 Total General 

Denuncia de Parte 5 11 6 22 

Denuncia Verbal 8 1 4 13 

Entidad Publica 5 3 1 9 

Informe Policial 2 10  12 

TOTAL 20 25 11 56 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la oficina de Gestión de 
Indicadores del MP. 

 

La distribución de los casos por delito de usurpación en la provincia 

de Lauricocha de los años 2019, 2020 y 2021 se divide por distritos en 

la siguiente: 
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Tabla 5 

Casos de Usurpación en la Provincia de Lauricocha- Distritos 

 2019 2020 2021 Total General 

Baños 4 3 1 8 

Huánuco 1 - - 1 

Jesús 6 10 2 18 

Jivia 2 - 1 3 

Queropalca - - - - 

Rondos 4 7 3 14 

San francisco de Asís - - - - 

San Miguel de Cauri 3 5 4 12 

TOTAL 20 25 11 56 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la oficina de Gestión de 
Indicadores del MP. 

 

El delito de usurpación en la provincia de Lauricocha representa 

porcentualmente entre 2 y 5 % de la totalidad de los delitos que se 

presentan en la jurisdicción, lo que muestra una incidencia importante en 

comparación a otros delitos.  

Tabla 6 

Casos de Usurpación en la Provincia de Lauricocha-Porcentaje 

 2019 2020 2021 Total General 

Otros Delitos 647 496 465 1608 

Delito de Usurpación 20 25 11 56 

PORCENTAJE 3% 5% 2% 3.48% 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la oficina de Gestión de 
Indicadores del Ministerio Publico. 
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4.2.2. RESULTADO DE LA FICHA DE ANALISIS DE EXPEDIENTE 

El instrumento denominado ficha de análisis de expediente tuvo 

como propósito analizar las carpetas fiscales de investigación por el 

delito de usurpación en los años 2019, 2020 y 2021 en las fiscalías de 

Lauricocha y determinar si cada expediente se ajusta a los parámetros 

establecidos por el acuerdo plenario N.° 1-2009/CJ-116, para ello el 

instrumento señala si existe o no la presencia de los 4 elementos 

exigidos en el acuerdo plenario, así como el factor de congruencia, la 

información obtenida en la ficha de análisis  de expediente nos permite 

presentar los siguientes datos:  

Tabla 7 

Casos que cumplen con los 4 elementos del acuerdo plenario N.° 1-2009/CJ-116 y el 

factor de congruencia 

 2019 2020 2021 Total General 

Si cumple 16 20 10 46 

No cumple 4 5 1 10 

TOTAL 20 25 11 56 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la ficha de análisis de 
expediente. 

 

 INTERPRETACION 

 El primer cuadro de análisis realizado de nuestro instrumento 

denominado ficha de análisis de expedientes, se  desarrolló para evaluar 

el cumplimiento de los requisitos estipulados en el acuerdo plenario, 

estudio que se  realizó en los expedientes  de los años 2019, 2020 y 

2021, estrictamente referido al delito de usurpación, para llevar a cabo 

esta evaluación de manera objetiva y sistemática, la aplicación del 

instrumento de análisis de expedientes permitió identificar la presencia 

de cuatro elementos fundamentales, así como el factor de congruencia 

en cada caso, esta ficha de análisis que podría calificarse como un 

instrumento de verificación de cumplimiento de los parámetros 

establecidos por el acuerdo plenario para la  aplicación de la jurisdicción 
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comunal.  ha arrojado como resultado que un alto número de carpetas 

fiscales cumplen con dicho requisito  siendo 46 que cumplen con todos 

los elementos y solo 10 no cumplen con  los requisitos especificados en 

el acuerdo plenario,  la razón por la que solo se dividió la información en 

dos aspectos; esto es en los enunciados de “cumple” y “no cumple”, se 

debió al estándar de cumplimiento alto y homogéneo que muestra los 

resultados, resultado que no mostro variables o anomalías en su 

clasificación, es decir, no mostro casos con cumplimiento de algunos 

requisitos salvo los  10 elementos que por sus particularidades que 

desarrollaremos más adelante no cumplían con ninguno de los 

requisitos, en algún momento se pensó que los resultados serían más 

variados, sin embargo esto no fue lo que sucedió, pues como ya se dijo 

no existieron carpetas fiscales con cumplimiento de elementos parciales, 

lo que demuestra que todos los casos  de usurpación o en su mayoría 

son conflictos nacidos dentro de las comunidades campesinas, por ello 

se muestra la información como  se aprecia en la tabla que precede este 

análisis, la diferencia entre las carpetas fiscales que cumplen y las 

carpetas que no cumplen con los parámetros del acuerdo plenario tiene 

aproximadamente una relación de 4 a 1 siendo preponderante el 

cumplimiento de los requisitos en su totalidad que se contemplan en  el 

acuerdo plenario por la mayoría de carpetas fiscales, lo que genero la 

clasificación binaria de los resultados. 

Tabla 8 

Motivo de incumplimiento de los 4 elementos del acuerdo plenario N.° 1-2009/CJ-116 

y el factor de congruencia 

 2019 2020 2021 Total General 

Jurisdicción Baños* 4 3 1 8 

Agraviado el estado**  2  2 

TOTAL 4 5 1 10 

Nota. * En la jurisdicción de Baños no existen Comunidades Campesinas 

reconocidas. 

          ** El Estado como agraviado no puede someterse a la justicia comunal. 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la ficha de análisis de 
expediente. 
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INTERPRETACION 

 Luego de obtener la primera percepción de los resultados  de la 

ficha de análisis de expedientes aplicado a las carpetas fiscales de 

investigación por el delito de usurpación en las fiscalías de Lauricocha, 

y ante la trascendencia de  los resultados, pues 10  de los 56 casos no 

cumplían ninguna condición circunstancia que género que el análisis  de 

información sea binaria, resulto necesario analizar las peculiaridades de 

estos 10 casos a fin de entender y fundamentar su incumplimiento, pues 

si bien es un  número menor  respecto al total de población, el descarte 

realizado y haberlos señalado como casos que no cumplen los requisitos 

del acuerdo plenario (no cumplen ningún requisito) recae sobre ellos una 

atención significativa. 

Ahora bien, si entramos al análisis de fondo nos encontramos que 

estos 10  casos solo presentan 2 particularidades, la primera es que la 

jurisdicción donde se presentaron, es decir donde ocurrieron los hechos  

materia de investigación por usurpación que es el distrito de Baños no 

presenta comunidades campesinas, siendo los terrenos  de dicho distrito 

de dominio particular o de dominio del estado, circunstancia que marca 

la desaparición total de los elementos requeridos  en el acuerdo plenario 

para la aplicación de derecho consuetudinario,  estos hechos llaman 

poderosamente la atención pues peculiarmente presenta una 

característica no prevista por el investigador que se contrasta con la 

presencia de comunidades campesinas en los demás distritos de 

Lauricocha, la segunda particularidad determinante en cuanto al 

incumplimiento que se señala, estuvo basado en función a la  

identificación del agraviado, que en los 02 casos que se presentan es el 

estado (como propietario), desbaratando las circunstancias en las que 

podría actuar el  derecho consuetudinario a través de la justicia comunal, 

esto debido a que la propiedad afectada es del estado y por lo tanto no 

existe  o no pertenece a ninguna comunidad, que genera el 

incumplimiento del elemento geográfico del acuerdo plenario y que 

finalmente descarta el resto de elementos exigidos por el mismo acuerdo 
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plenario, el estado es una persona jurídica y por ende se descarta el 

elemento humano, y finalmente al no cumplirse el elemento geográfico 

se descarta de plano el elemento orgánico y normativo, que no son de 

aplicación a propiedades fuera de sus territorios, el factor de congruencia  

no resulta medible pues no existe norma comunal aplicable y por lo tanto 

evaluable. 

Tabla 9 

Es factible la aplicación de la justicia comunal 

 2019 2020 2021 Total General 

Aplica 16 20 10 46 

No Aplica 4 5 1 10 

Total 20 25 11 56 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la ficha de análisis de 
expediente. 

INTERPRETACION 

 Luego del análisis realizado de nuestro instrumento denominado 

ficha de análisis de expedientes,  y los primeros resultados obtenidos en 

cuanto al cumplimiento de los requisitos estipulados en el acuerdo 

plenario N.°  1-2009/CJ-116, se inició la deducción de a cuantos de estos 

casos resultaría aplicable la justicia comunal, por las particularidades de 

los resultados resulta relevante señalar que  este cuadro resulta muy 

similar al análisis de cumplimiento de requisitos, pues los casos que 

cumple o dicho de otro modo, en los que se identificó la presencia de los 

cuatro elementos fundamentales, así como el factor de congruencia 

(parámetros establecidos por el acuerdo plenario para la  aplicación de 

la jurisdicción comunal)  son a los que corresponde aplicar  la justicia 

comunal, como ya se señaló el resultado binario genera esta similitud 

pero que no se escapa al análisis e interpretación, pues si bien se midió 

la presencia de elementos o requisitos, presentando los resultado que 

muestran el cuadro de aplicación de justicia comunal, que como se 

entiende permite identificar la cantidad de investigaciones en las que se 

pudo aplicar o dicho de otro modo era factible aplicar la justicia comunal 

determinando con ello la descarga procesal que se generaría, finalmente 
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solo queda señalar que la aplicación de la justicia comunal  en las 

carpetas fiscales analizadas tienen una relación de 4 a 1  siendo 

preponderante  por el cumplimiento de los requisitos en su totalidad que 

se contemplan en  el acuerdo plenario dando paso a la aplicabilidad de 

la jurisdicción comunal o mejor dicho a su posible aplicabilidad que 

determinaría finalmente una descarga procesal significativa en el delito 

de usurpación. 

Tabla 10 

Es factible la aplicación de la justicia comunal en porcentaje 

 2019 2020 2021 Total General 

Aplica 28.57% 35.71% *17.86% 82.14% 

No Aplica 7.14% 8.92% **1.80% 17.86% 

Total 35.71% 44.63% 19.66% 100% 

Nota. * redondeo numérico sumando 0.01 al resultado. 

          ** redondeo numérico sumando 0.02 al resultado. 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la ficha de análisis de 
expediente. 

 

INTERPRETACION 

El presente cuadro nos muestra el análisis realizado de nuestro 

instrumento denominado ficha de análisis de expedientes, brindándonos 

la información en porcentajes que derivan de los primeros resultados 

obtenidos en cuanto al cumplimiento de los requisitos estipulados en el 

A.P.  N.°  1-2009/CJ-116, así como el alcance porcentual de la aplicación 

de la jurisdicción comunal, lo que otorga un punto de vista diferente  

mostrando nuevos detalles a la información presentada, en primer lugar 

el 100 %  es 56 carpetas fiscales sometidas a análisis, y el cuadro 

permite observar la distribución por años iniciando  la deducción  en 

función a ese universo  respecto a cuantos de estos casos resultaría 

aplicable la justicia comunal, se puede observar el porcentaje por años 

siendo el año 2020 con mayor casos presentados con un total de 44.63 

%, seguidos por los años 2019 y 2021 con 35.71% y 19.66% 

respectivamente, un dato importante  es el porcentaje  general obtenido 
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en los que si es factible la  aplicación de la justicia comunal,  con un 

sorprendente 82.14%  de los casos presentados  resultado el total 

obtenido en mérito al aporte porcentual que hace cada año al  resultado 

final, siendo que el año 2019 aporta un 28.57 %, el año 2020 un 37.71 

% y el año 2021 un 17.86 %  sumando estos aportes determinan el alto 

grado de aplicabilidad de la justicia comunal a los casos presentados en 

los años 2019, 2020 y 2021, finalmente los casos en los que no resulta 

aplicable se encuentran representados porcentualmente por el 17.86 %,  

cuyo resultado es obtenido por los aportes porcentuales de  los años  

analizados, siendo  que el año 2019 presenta 7.14 % de inaplicabilidad, 

el año 2020 un 8.92 % y el año 2021 un 1.80 % que sumados otorgan el 

resultado final obtenido,  esta información  presentada nos otorga una 

visión clara de la alta aplicabilidad de la justicia comunal en las 

investigaciones por el delito de usurpación en Lauricocha, concluyendo 

que  el porcentaje de descarga procesal en el delito de usurpación 

resultaría alto superando el 80% del total de casos presentados, siendo 

que se tiene claro que era factible aplicar la justicia comunal y con ello 

generar descarga procesal significativa respecto al delito de usurpación. 

Tabla 11 

Es factible la aplicación de la justicia comunal en porcentaje año 2019 

Año 2019 Números Porcentaje 

Aplica 16 80% 

No Aplica 4 20% 

Total 20 100% 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la ficha de análisis de 
expediente 

INTERPRETACION 

 Resulta importante también hacer un análisis porcentual por año  

respecto a si es factible aplicar esta justicia comunal, para poder verificar 

con esto si los resultados obtenidos por cada año muestran una 

tendencia constante comparativamente con el resultado final o si es que 

circunstancialmente algún año podría haber generado un desbalance en 

el resultado por un factor externo que  no observamos ni medimos y que  
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sería una circunstancia que generaría distorsión al resultado final,  en 

primer lugar observamos el año 2019, y el resultado obtenido es que el 

80 % de los casos resulta aplicable la justicia comunal, con un 20 % 

restante donde no se aplicaría, numéricamente el resultado es un 

universo de 20 casos donde 16  de ellos resulta en la aplicación de la 

justicia comunal como consecuencia del cumplimiento de los requisitos 

exigidos por el acuerdo plenario y en segundo término  solo en 4 no sería 

aplicable por no cumplir con los requisitos antes señalados, lo que en 

contraste con el resultado general se asemejan  a dichos resultados no 

obteniendo  un resultado alejado del general lo que implica que en este 

caso no se muestra un fenómeno significativo que pudiese ser 

observado y evaluado para ser presentado como parte de la 

investigación, finalmente solo queda señalar que la aplicación de la 

justicia comunal  en las carpetas analizadas tienen una relación de 4 a 1  

siendo preponderante  la aplicabilidad de la jurisdicción comunal o mejor 

dicho a su posible aplicabilidad que determinaría finalmente una 

descarga procesal significativa en los delitos de usurpación. 

Tabla 12 

Es factible la aplicación de la justicia comunal en porcentaje año 2020 

Año 2020 Números Porcentaje 

Aplica 20 80% 

No Aplica 5 20% 

Total 25 100% 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la ficha de análisis de 
expediente. 

INTERPRETACION 

Como ya se dijo este análisis por año busca medir la tendencia  y 

su constancia comparativamente con el resultado final, buscando un 

desbalance en el resultado por un factor externo que muestre un 

alejamiento del resultado final,  es así que tenemos para el año 2020 que  

en el 80% de los casos resulta aplicable la justicia comunal, con un 20% 

restante donde no se aplicaría, numéricamente el resultado es un 

universo de 25 casos donde en 20  de ellos resulta posible aplicar  de 
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manera directa la justicia comunal como consecuencia de haber 

cumplido con cada uno de los requisitos exigidos por el acuerdo plenario 

y en segundo término  solo en 5 no sería aplicable por  no cumplir con 

los requisitos antes señalados, lo que en contraste  con el  año 2019 

resulta exactamente en la misma proporción y en comparación con el 

resultado general los resultados porcentuales del año 2020 no se alejan, 

entendiéndose que tampoco se muestra un fenómeno significativo que 

pudiese ser observado y evaluado para ser presentado como parte de la 

investigación, finalmente solo queda señalar que la aplicación de la 

justicia comunal  en las carpetas analizadas del año 2020 también tienen 

una relación de 4 a 1  siendo preponderante  la aplicabilidad de la 

jurisdicción comunal o mejor dicho a su posible aplicabilidad y finalmente 

una descarga procesal significativa en el delito de usurpación. 

Tabla 13 

Es factible la aplicación de la justicia comunal en porcentaje año 2021 

Año 2021 Números Porcentaje 

Aplica 10 90.9% 

No Aplica 1 9.1% 

Total 11 100% 

Fuente. adaptado de la información proporcionada por la ficha de análisis de 
expediente. 

INTERPRETACION 

Finalmente los resultados porcentuales del año 2021 muestra 

diferencias en contraste con los años 2019 y 2020, en primer lugar el 

número de casos disminuye a la mitad en comparación con los años 

anteriores, pues en esta oportunidad solo 11 casos son los que se 

analizan, ahora bien los resultados obtenidos en porcentaje dan cuenta 

de que el 90.9 % de los casos resulta aplicable la justicia comunal, con 

un 9.1 % restante donde no se aplicaría, numéricamente el resultado es 

un universo de 11 casos donde en 10  de ellos resulta posible aplicar  de 

manera directa la justicia comunal como consecuencia de haber 

cumplido con cada uno de los requisitos exigidos por el acuerdo plenario 

exigidos por el acuerdo plenario y en segundo término  solo 1 no sería 
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aplicable por  no cumplir con los requisitos del acuerdo plenario, lo que 

en contraste con el resultado general  existe una variación porcentual de 

10 puntos   y una reducción significativa  del mismo número  en cuanto 

a la inaplicabilidad de la justica comunal,  pero que a detalle no resulta 

excesiva para iniciar una búsqueda  de un factor circunstancial 

determinante para nuestra investigación o nuestros resultados, 

finalmente solo queda señalar que la aplicación de la justicia comunal en 

las carpetas analizadas del año 2021 tienen una relación de 10 a 1 que 

se justifica también en la poca cantidad de casos presentados lo que 

podría dar una falsa perspectiva de variabilidad en comparación con los 

otros años pues 1 caso representa casi el 10%  y un cambio de 1 caso 

o 2 resultaría en una variación significativa por lo que analizado desde 

este punto se interpreta los resultados como parte de la tendencia  que 

se vino observando, siendo preponderante  la aplicabilidad de la 

jurisdicción comunal en el delito de usurpación. 
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4.3. ENTREVISTAS, ESTADIGRAFOS Y ESTUDIO DE CASOS 

4.3.1. RESULTADO DE ENCUESTA 

Tabla 14 

Ítem 1: ¿Consideras que la justicia comunal y sus atribuciones jurisdiccionales son 

compatibles con el sistema jurídico nacional? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

0 0 0 0% 

2 EN DESACUERDO 3 3 6 37.5% 

3 NEUTRAL 3 6 9 37.5% 

4 DE ACUERDO 2 8 8 25% 

5 TOTALMENTE DE ACUERDO 0 8 0 0% 

Total  8  2.875* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio. 
  

INTERPRETACION 

 La primera pregunta de la encuesta estuvo dirigida a analizar la 

opinión respecto a las facultades o atribuciones jurisdiccionales que se 

les reconocen a las comunidades campesinas a nivel constitucional y ver 

en qué nivel están de acuerdo con la posibilidad de su aplicación, así 

como su coexistencia con el sistema penal ordinario que aplican, el 

resultado nos permite observar una neutralidad sobre su aplicación por 

cuanto  las respuestas estuvieron enfocadas en la parte central de las 

alternativas  con 3 respuestas  en el ítem neutral  que  representan el 

37.5 % del total de encuestados, y otros 3 que se mantienen en 

desacuerdo representando el 37.5 % de la población encuestada, 

finalmente solo 2 encuestados que representan el 25 %  están de 

acuerdo con la compatibilidad de la justicia comunal y sus atribuciones 

jurisdiccionales con el sistema jurídico nacional, la frecuencia se ha 

mantenido en los valores 2, 3 y 4 con una puntuación promedio de 2.875 

es decir cercano al valor 3, lo que nos permite deducir que aún existe 

reservas respecto a facilitar  que se aplique la justicia comunal de 
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manera complementaria y con la justicia ordinaria penal y que ambos 

sistemas subsistan, con una leve inclinación a estar en desacuerdo con 

dicha aplicación, lo que conjetura además la poca disponibilidad de los 

operadores del Ministerio Público de las fiscalías de Lauricocha de abrir 

el espacio o procurar la coexistencia de la justicia general ordinaria con 

la justicia comunal, corroborado por el resultado en el que ningún 

encuestado ha optado por las alternativas extremas, evidenciando una 

leve duda en  su posición o que por lo menos esta podría cambiar y no 

es absoluta. 

Tabla 15 

Ítem 2: ¿Considera factible la aplicación de la justicia comunal en los delitos de 

usurpación presentados en el distrito fiscal de Lauricocha en los años 2019 al 2021? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

1 1 1 12.5% 

2 EN DESACUERDO 0 1 0 0% 

3 NEUTRAL 1 2 3 12.5% 

4 DE ACUERDO 6 8 24 75% 

5 
TOTALMENTE DE 
ACUERDO 

0 8 0 0 

Total  8  3.5* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio. 
 

INTERPRETACION 

 La Segunda pregunta de la encuesta estuvo dirigida de manera 

específica a analizar directamente el tema principal,  es decir que tan 

factible era aplicar en el delito de usurpación  que  se presentaron en la 

provincia de Lauricocha  entre los años 2019 al 2021 la justicia comunal, 

donde la especificación del delito inclino  las respuestas en su mayoría 

a estar de acuerdo con la aplicación, quizá influenciados en las 

características propias del delito y su incidencia en la jurisdicción de 

Lauricocha, obteniendo un total de 75% de los encuestados quienes 

mostraron  estar de acuerdo con la factibilidad de aplicar  la justicia 
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comunal en el delito de usurpación, el cuadro también muestra un 12.5% 

de inclinación a totalmente en desacuerdo lo que implica que 1 respuesta 

ha sido dirigida a  señalar que está totalmente en desacuerdo con la 

afirmación hecha en la pregunta,  mientras que otro 12.5 %  se mantuvo 

neutral, observamos una inclinación más marcada en cuanto a la  

puntuación promedio que supera el 3 % y se acerca más a estar de 

acuerdo con la  afirmación planteada, si en la anterior pregunta 

hablábamos de la poca disponibilidad de los operadores del ministerio 

público de las fiscalías de Lauricocha de abrir el espacio o procurar la 

aplicación de la justicia comunal en convivencia con la justicia penal 

ordinaria,  al señalar su aplicación en un delito específico que por sus 

características en muy frecuente en las comunidades campesinas y 

nativas, siendo prevalente ese 75%  favor de la afirmación planteado, 

contrastada por la neutralidad de un encuestado y la opinión extrema en 

desacuerdo de otro, que muestran sin embargo una clara tendencia e 

inclinación.  

Tabla 16 

Ítem 3: ¿Considera usted que la aplicación de la justicia comunal en casos de 

usurpación contribuyen o contribuirían a una alta descarga procesal? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

0 0 0 0% 

2 EN DESACUERDO 1 1 2 12.5% 

3 NEUTRAL 0 1 0 0% 

4 DE ACUERDO 3 4 12 37.5% 

5 
TOTALMENTE DE 
ACUERDO 

4 8 20 50% 

Total  8  4.25* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio. 

INTERPRETACION 

 La pregunta formulada busco recoger la percepción  de  los 

operadores de la justicia ordinaria penal  respecto a de ser el caso si se 

aplicara la justicia comunal en el delito de usurpación esta aplicación 

generaría descarga procesal, teniendo en consideración que el delito de 
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usurpación es un delito de incidencia por lo general constante y 

sostenida conforme a los datos obtenidos de la oficina de gestión de 

indicadores del Ministerio Publico, la respuesta de mayor prevalencia  en 

la escala planteada fue el de “Totalmente de Acuerdo” con un 50 %  del 

total de entrevistados que consideran que  la aplicación de la justicia 

comunal en el delito de usurpación contribuirán a una alta descarga 

procesal, sumado al 37.5 %  que señala estar “De Acuerdo” con el 

enunciado planteado, observándose además que ninguno de los 

entrevistados ha mantenido la neutralidad en esta pregunta y finalmente 

el 12.5%  ha señalado estar “En Desacuerdo” dando una puntuación 

promedio  de 4.25  lo que muestra que a pesar que existe un porcentaje 

en desacuerdo con el enunciado planteado  la tendencia observada es  

que la percepción  muestra una inclinación a señalar que la aplicación 

de la justicia comunal en el delito de usurpación generaran una alta 

descarga procesal, como ya se había señalado el hecho que no se 

muestre porcentualmente la elección de  la respuesta “Neutral”  denota 

que los entrevistados prefirieron responder  e inclinar su respuesta a una 

decisión evitando la duda o la ambigüedad alejándose de la neutralidad 

en su opinión. 

Tabla 17 

Ítem 4: ¿Considera usted que la aplicación de la justicia comunal en el delito de 

usurpación brinda soluciones más rápidas a los conflictos en comparación con el 

sistema penal ordinario? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

0 0 0 0% 

2 EN DESACUERDO 1 1 2 12.5% 

3 NEUTRAL 0 1 0 0% 

4 DE ACUERDO 5 6 20 62.5% 

5 
TOTALMENTE DE 
ACUERDO 

2 8 10 25% 

Total  8  4* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio. 
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INTERPRETACION 

 La pregunta planteada busco en este caso determinar la opinión 

respecto a que si solo la descarga procesal era el beneficio obtenido de 

una convivencia y aplicación de la justicia comunal en el delito de 

usurpación, sino que además al ser una justicia aplicada por las 

comunidades campesinas esto podría contribuir a una celeridad 

adicional en la resolución de los conflictos derivados en este tipo de 

delito, debemos tener en cuenta la percepción que pudieran tener los 

operadores de la justicia penal ordinaria, sobre todo si se entiende que 

en muchos casos las comunidades campesinas son organizaciones 

tradicionales y de mucho respeto entre sus miembros, la comparación 

con el sistema penal ordinario busca entender si existe opiniones que 

generen una contrapropuesta u oposición a la aplicación de la justicia 

comunal en el delito de usurpación y en los delitos en general, lo 

finalmente obtenido nos muestra una inclinación a valorar las bondades 

de la justicia comunal atribuyéndole la facultad de brindar soluciones 

más rápidas a los conflictos en  comparación con el sistema penal 

vigente, nuevamente  un 62.5% “De Acuerdo” y un 25 % “Totalmente De 

Acuerdo”  inclinan la percepción de una justicia comunal con 

características beneficiosas,  en contraste con una opinión constante 

también del 12.5% que muestra su inconformidad  eligiendo estar “En 

Desacuerdo” con el enunciado propuesto en la pregunta 4, la puntuación 

promedio y la frecuencia en la que se presentaron los resultados denotan 

una opinión favorable a lo que representa la aplicación de la justicia 

comunal. 
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Tabla 18 

Ítem 5: ¿Considera que el delito de usurpación presentado en la provincia de 

Lauricocha entre los años 2019 al 2021, en su mayoría contienen los elementos 

objetivos y el factor de congruencia que se considera en el acuerdo plenario N.° 1-

2009-CJ-116 para la aplicación de la justicia comunal? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

0 0 0 0% 

2 EN DESACUERDO 1 1 2 12.5% 

3 NEUTRAL 4 5 12 50% 

4 DE ACUERDO 3 8 12 37.5% 

5 
TOTALMENTE DE 
ACUERDO 

0 8 0 0% 

Total  8  3.25* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio. 
  

INTERPRETACION 

 Se planteó como pregunta a los entrevistados que señalen si  

considera que en delito de usurpación presentado en la provincia de 

Lauricocha entre los años 2019 al 2021, en su mayoría contienen los 

elementos objetivos y el factor de congruencia que se consideran en el 

acuerdo plenario N.° 1-2009-CJ-116 para la aplicación de la justicia 

comunal, donde los resultados muestran un cambio significativo en la 

tendencia obtenida en las anteriores preguntas planteadas, en primer 

lugar se observa que la respuesta con mayor incidencia de elección fue 

el de la alternativa “Neutral” que represento al 50% del total de 

entrevistados, esto se puede deber a la forma en la que se planteó la 

pregunta que solicita considerar dos factores previo a emitir opinión, el 

primero es conocer los elementos objetivos determinados en el acuerdo 

plenario N.° 1-2009-CJ-116 así como el factor de congruencia y el 

segundo es valorar si en los casos de usurpación estos elementos tienen 

presencia constante, señalando como pregunta si en su mayoría  los 

casos contienen los elementos, el dirigir la pregunta con elementos más 

precisos que pueden bien marcar una diferencia significativa entre la 
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aplicación de la justicia comunal o no en este tipo de delitos genera una 

tendencia de mantener la neutralidad, ligeramente inclinado a favor del 

enunciado contenido en la pregunta formulada pues el  37.5 % opto por 

estar “De Acuerdo” con  la propuesta y nuevamente encontramos al 

12.5% que  se encuentra “En Desacuerdo” con el enunciado formulado 

en la pregunta, ahora bien podemos señalar que la  propuesta más 

técnica y profunda del tema mostrado en el planteamiento de esta 

pregunta podría generar dudas o incertidumbre que se han visto 

reflejados en los resultados, los operadores de la justicia ordinaria 

consideraron la neutralidad a una respuesta apurada y poco pensada. 

Tabla 19 

Ítem 6: ¿Considera que la implementación de la justicia comunal en casos de 

usurpación debería ser una práctica más frecuente en el sistema de justicia? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

0 0 0 0% 

2 EN DESACUERDO 1 1 2 12.5% 

3 NEUTRAL 0 1 0 0% 

4 DE ACUERDO 3 4 12 37.5% 

5 
TOTALMENTE DE 
ACUERDO 

4 8 20 50% 

Total  8  4.25* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio. 

INTERPRETACION 

 La sexta pregunta de la encuesta estuvo dirigida a analizar la 

opinión respecto a que si la aplicación de la justicia comunal en el delito 

de usurpación debe ser una práctica más frecuente en el sistema de 

justicia, la intención fue medir de manera clara cuál es el nivel de 

intención de los entrevistados que la justicia comunal adopte un mayor 

protagonismo, es decir si su aplicación sigue siendo factible para los 

entrevistados respecto no solo a los casos que se presentaron en la 

provincia de Lauricocha  entre los años 2019 al 2021, sino a los que 

podrían presentarse en el futuro, donde las respuestas se inclinaron en 
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su mayoría a estar de acuerdo con la práctica más frecuente, en primer 

lugar porque ya se dijo o hubo una marcada tendencia a señalar que 

sería mucho más dinámico, así como aportaría a la descarga procesal, 

por lo que las características propias del delito y su incidencia a nivel de 

la jurisdicción de la Provincia de Lauricocha perderían presencia gracias 

a la aplicación de la justicia comunal, el resultado obtenido muestra que 

un total de 50 % de los encuestados mostraron  estar “Totalmente De 

Acuerdo” con una práctica más frecuente de la justicia comunal en el 

delito de usurpación, el cuadro también muestra un 37.5% de inclinación 

a la opción “De Acuerdo” obteniendo un promedio de 4.25 lo que significa 

que la tendencia a favor, es decir de manera positiva al enunciado solo 

es contrastado por el porcentaje obtenido de 12.5 %  de la alternativa 

“En Desacuerdo” lo que finalmente derivo en entender por el número 

reducido de entrevistados que uno de ellos definitivamente no comparte  

la aplicación de la justicia comunal, así como  tampoco considera 

beneficioso ni ahora ni en el futuro su aplicación, factor importante que 

permite mostrar variedad en las opiniones y los resultados obtenidos. 

Tabla 20 

Ítem 7: ¿En qué medida estás de acuerdo con que la falta de recursos y capacitación 

adecuada limita la aplicación de la justicia comunal en los casos de usurpación? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

0 0 0 0% 

2 EN DESACUERDO 0 0 0 0% 

3 NEUTRAL 0 0 0 0% 

4 DE ACUERDO 6 6 24 75% 

5 TOTALMENTE DE ACUERDO 2 8 10 25% 

Total  8  4.25* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio 

INTERPRETACION 

La pregunta planteada busco identificar factores en contra  de la 

aplicación de la justicia comunal en el delito de usurpación en la provincia 
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de Lauricocha, planteando dos obstáculos para su valoración, 

primeramente la falta de recursos asignados para promover la 

convivencia de ambas justicias; que se refleja en la desconexión que 

existe entre las comunidades campesinas y la fiscalía, la 

descoordinación en la selección de la jurisdicción correcta entre la 

comunal y la ordinaria, y por supuesto el poco intercambio de las 

decisiones adoptadas;  además se señaló a la capacitación como otro 

factor limitante, que obstruye la elección de una jurisdicción u otra más 

aún si como se conoce  o se entiende de todo el desarrollo realizado en 

esta investigación la decisión debe estar basada en los parámetros 

otorgados por el acuerdo plenario N.° 1-2009-CJ-116, cuya aplicación 

correcta estará determinada por el nivel de capacitación que tengan los 

operadores de la justicia penal ordinaria y su capacidad analítica para no 

caer en el facilismo de derivar los casos solo por la descarga procesal 

tan anunciada en el presente trabajo de investigación, ambos ítems 

puestos en consideración son una muestra de lo que se podría necesitar 

en el futuro, más aun si observamos que de los resultados obtenidos es 

de 75 % para la opción “De Acuerdo” y un 25 % para la opción 

“Totalmente De Acuerdo” inclinando el resultado total a la parte positiva 

y confirmatoria del enunciado presente en la pregunta formulada, el 

promedio de puntuación denota claramente  una cercanía al valor 5 

interpretando dicho resultado con la percepción unánime que aún falta 

otorgar recursos, así como implementar capacitaciones que refuercen la 

percepción y aplicación de la justicia comunal como una regla objetiva y 

no solo una opción poco usada o peor aún nunca implementada.  
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Tabla 21 

Ítem 8: ¿Considera que la aplicación de la justicia comunal en los casos de 

usurpación podrían generar cuestionamientos y dudas sobre sus resultados, lo que 

evita su implementación por parte de las fiscalías? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

1 1 1 12.5% 

2 EN DESACUERDO 1 2 2 12.5% 

3 NEUTRAL 3 5 9 37.5% 

4 DE ACUERDO 3 8 12 37.5% 

5 
TOTALMENTE DE 
ACUERDO 

0 8 0 0% 

Total  8  3* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio. 

INTERPRETACION 

 La pregunta número ocho del cuestionario procura brindar un 

contraste a la encuesta pues las preguntas previas resaltaban los 

beneficios  en algunos casos sobre la aplicación de la justicia comunal, 

sin embargo al plantear esta pregunta se buscó  aparte de la opinión del 

encuestado  realizar un cuestionamiento a  la influencia positiva de las 

preguntas previas, y con ello obtener una visión más completa  y 

equilibrada de la percepción del encuestado sobre la aplicación de la 

justicia comunal en el delito de usurpación en la provincia de Lauricocha, 

al considerar tanto los aspectos negativos como positivos, fomentando 

el pensamiento crítico, exigiendo al encuestado a que reevalúe sus 

respuestas anteriores, pues bien podría haber caído en el entusiasmo 

positivo, formulando finalmente una opinión más informada y completa. 

La evaluación ponderada del tema es decir la aplicación de la justicia 

comunal en el delito de usurpación  que  se presentaron en la provincia 

de Lauricocha  entre los años 2019 al 2021 como se  propuso en la 

pregunta a dado un resultado conservador muy cercano a lo negativo 

por  cuanto el 37.5%  se mostró neutral a los cuestionamientos y dudas 

sobre la aplicación de la justicia comunal en los casos de usurpación, 

mientras que otro 37.5%  señalo estar “De Acuerdo”  con el enunciado  
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lo que denota también una desconfianza  a la aplicación de la justicia 

comunal en el delito de usurpación, no podríamos hablar de una 

contradicción a los resultados de otras preguntas pues las anteriores se 

dirigían a mostrar si  su aplicación era factible  y si esta podría generar 

descarga procesal, sin embargo ahora se consultó si su aplicación podría 

tener resultados que generen otro tipo de problemas, finalmente el 

resultado de “En Desacuerdo “ y “Totalmente  En Desacuerdo”   obtuvo  

12.5% cada uno,  por lo que el porcentaje que cree que  no existirán 

cuestionamientos o dudas a los resultados que se obtengan de la 

aplicación de la justicia comunal en los casos de usurpación es menor. 

Tabla 22 

Ítem 9: ¿Crees que la implementación de la justicia comunal en los casos de 

usurpación requeriría un cambio en la mentalidad y en las practicas fiscales actuales? 

Valor Alternativa fi Fi Puntuación % 

1 
TOTALMENTE EN 
DESACUERDO 

0 0 0 0% 

2 EN DESACUERDO 1 1 2 12.5% 

3 NEUTRAL 1 2 3 12.5% 

4 DE ACUERDO 5 7 20 62.5% 

5 
TOTALMENTE DE 
ACUERDO 

1 8 5 12.5% 

Total  8  3.75* 100 % 

Nota. * Puntuación Promedio. 

INTERPRETACION 

 La última pregunta estuvo dirigida a evaluar que tan complicado 

seria la aplicación de la justicia comunal en el delito de usurpación, 

teniendo en consideración claro que en estos casos existe una 

denotación marcada de ambas justicias conviviendo en nuestro sistema 

y su aplicación posiblemente este regularmente condicionada a la 

derivación por competencia de las fiscalías hacia las comunidades 

campesinas, no como un requisito formal o procedimental sino como la 

consecuencia natural de las denuncias esto debido a que la mayoría de 

denuncias llegan a la fiscalía y es precisamente luego de la evaluación 
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de procedencia en la que bien podría evaluarse y decidirse la derivación 

por competencia del caso  para la aplicación de la justicia comunal, 

existe un tema importante en ese sentido aun por explorar que 

necesariamente requiere un cambio en el propio sistema actual que abra 

el espacio para que la justicia comunal asuma el rol que 

constitucionalmente se le ha dado, es por ello que resulta importante el 

análisis de la última pregunta que nos permite observar de mejor manera 

cuan relevante creen que sea la implementación de la justicia comunal  

y que tanto exigirá cambios, ante esta pregunta  un 62.5% de los 

encuestados refirió estas “De Acuerdo” con el enunciado que se 

requerirá cambios en la mentalidad y el las practicas fiscales a la luz de 

la implementación de la justicia comunal, sumado al 12.5% que 

respondió que estaba “Totalmente De Acuerdo”, un 12.5% que se 

mantuvo neutral ante la pregunta y finalmente un 12.5% que refirió  estar 

“ En Desacuerdo” observamos nuevamente una inclinación marcada en 

cuanto a la  puntuación promedio que da como resultado 3.75%  

acercándose mucho a la afirmación planteada, más aun si en anteriores 

preguntas analizamos que los resultados mostraban poca disponibilidad 

de los operadores del ministerio público de las fiscalías de Lauricocha 

de abrir el espacio o procurar la aplicación de la justicia comunal en 

convivencia con la justicia penal ordinaria, aquí el contraste se puede 

entender, por cuanto tanto las practicas así como  la mentalidad de los 

fiscales requiere o necesita un cambio hacia el favorecimiento de la 

implementación de la justica comunal.  

4.3.2. CONFIABILIDAD DEL INSTRUMENTO (CUESTIONARIO) 

Alfa de Crombach. –  El coeficiente Alfa de Crombach evalúa la 

confiabilidad o consistencia interna de un conjunto de elementos en un 

cuestionario, esta se encarga de medir la relación entre las respuestas 

a diferentes preguntas que contienen el cuestionario y que deben medir 

el mismo constructo o variable latente, este coeficiente varía entre 0 y 1, 

y se entiende que el resultado se acerque más a 1, mayor es la 

consistencia interna de las preguntas del cuestionario.  
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Para su aplicación resulta importante que el  cuestionario utilice  la 

escala Linkert, por lo menos es  recomendable ya que esta escala 

permite tabular las respuestas en función a asignaciones numéricas que 

se le brinden, su aplicación aumenta  la calidad de medición, permite la 

mejora de las preguntas formuladas, o el descarte de alguno de ellos 

para mejorar la consistencia interna, aumentando la confiabilidad de los 

resultados así como de las conclusiones que se formulen del 

instrumento, y se aplica  con la formula siguiente: 

  

  

Dónde: 

K          = Número de ítem del instrumento. 

 

   = Sumatoria de la varianza de los items. 

 

= Varianza total del instrumento. 

 

             α:           = Coeficiente de confiabilidad  

 

Siendo que esta operación se realizó en excel mediante plantilla 

elaborada por el tesista y en aplicación de las formulas predeterminadas 

en el programa excel, se obtuvo los siguientes resultados: 

  

Numero de ítem del instrumento   : 9 

Sumatoria de las varianzas de los ítems  : 6.546875 

Varianza total del instrumento   :19.609 

Coeficiente de confiabilidad    : 0.75 
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Rango de confiabilidad 

RANGO CONFIABILIDAD 

0.53 a menos Confiabilidad nula 

0.54 a 0.59   Confiabilidad baja   

0.60 a 0.65 Confiable 

0.66 a 0.71 Muy confiable 

0.72 a 0.99 Excelente confiabilidad 

1 Confiabilidad perfecta 

 

Habiendo realizado la operación correspondiente, se obtuvo como 

resultado la indicación de que el instrumento puesto a evaluación está 

dentro del rango considerado como de confiabilidad excelente conforme 

se muestra en el cuadro presentado de excelente confiabilidad del 

instrumento lo que nos permite señalar que los datos obtenidos y 

resultados son confiables y se ha cumplido el objetivo, esta operación y 

los datos generados se adjuntaran como anexo al presente trabajo para 

su análisis y verificación. 
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CAPITULO V 

DISCUSIÓN 

Desde el momento en que se decidió trabajar en este proyecto de tesis 

se tuvo como circunstancia más preponderante el hecho que para el derecho 

penal; área donde desarrollo mi trabajo, la justicia comunal no tiene el 

reconocimiento  o el nivel de valor dentro del sistema  que se le otorga por 

mandato constitucional, me atrevería a decir que esa circunstancia incluso se 

genera de manera voluntaria por quienes administran la justicia penal 

ordinaria, sin duda un proceso difícil de liderar y comprender en un sistema 

que tiene las características descritas, incluso su discusión puede verse  

ensombrecida por el hecho que uno siempre tiene la obligación de realizar las 

investigaciones (ya sea las actuaciones mínimas o llegar a la etapa de 

formalización de investigación) a fin  de determinar si un hecho es delito y 

merece continuar con su investigación o corresponde el archivamiento, muy 

pocas denuncias son archivadas sin antes cumplir con esta circunstancia 

mínima, lo que evidencia una desconfianza  en el criterio del operador o el 

aparato (fiscal-persona o fiscalías-institución) y que se encuentra justificado 

en el hecho de que en muchos casos procesos de investigación archivados 

han sido reabiertos por nuevas evidencias lo que mostraron una deficiencia al 

momento de analizar e investigar el hecho que finalmente fue archivado o 

cuando el agente investigado (sospechoso de la comisión del delito) reincide 

en el delito o es habitual a cometer delito lo que genera un cuestionamiento a 

la investigación archivada, son estas circunstancias las que han generado que 

se dicten u ordenen actuaciones mínimas o se agoten todas las acciones de 

investigación para dar paso a un archivo, generando una carga excesiva e 

innecesaria sobre investigaciones que bien podrían ser descartados de 

manera más dinámica, ahora con toda esa circunstancia en contra o dicho de 

otro modo frente a tal exigencia, las investigaciones que podrían ser vistos en 

la justicia comunal o que se implemente dicha justicia donde serían derivados 

los procesos por competencia a las comunidades campesinas, tienen la 

sombra de la desconfianza y el temor que describimos, pues imagínense que 

la justicia comunal lo absuelva, o que el castigo no sea o no cumpla con los 
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mismos objetivos que el derecho penal ordinario persigue (aunque ni siquiera 

este los alcanza) es por ello que resultaba preponderante analizar dicha 

situación y su factibilidad desde un punto de vista más pequeño, por lo que la 

investigación busco la  aplicación en un solo delito que permita medir desde 

ese punto algunos aspectos generales y otros particulares respecto a la 

posibilidad de aplicar la justicia comunal y si esto contribuiría a la descarga 

procesal. 

El problema presentado fue ¿Existirá descarga procesal si se aplica la 

justicia comunal en el delito de usurpación en las fiscalías de Lauricocha, 

2019-2021?, pues a pesar de la existencia  de un  reconocimiento  mediante 

la constitución de la llamada justicia comunal, así como los requisitos 

desarrollados para su aplicación en el A. P. N.° 1-2009/CJ-116, aún existe 

dudas significativas que muestran deficiencias en su aplicabilidad lo que 

implica que no podamos gozar de ciertas ventajas de su implementación como 

es en el caso del delito de usurpación una descarga procesal significativa, a 

pesar que las normas que la respaldan, así como las reglas del acuerdo 

plenario pueden ser cumplidas, las fiscalías, la justicia ordinaria en general y 

los legisladores  no han puesto especial atención a la justicia comunal, 

tampoco existe normas administrativas que respalden su implementación y 

las investigaciones utilizadas como antecedentes no procuraron un análisis de 

fondo de su aplicación, sino más bien se dedicaron a resaltar y respaldar su 

existencia y su presencia,  tanto histórica así como normativa, entre otros 

aspectos de reconocimiento a través de sentencias, donde luego de un 

proceso penal desarrollado por la justicia general se reconoce  que la 

actuación del imputado  se dio dentro del marco normativo que le otorga del 

derecho consuetudinario, es decir dentro de su costumbre  lo que deriva en 

algunos casos en la absolución del imputado, o en  una pena condenatoria al 

no cumplirse plenamente el derecho consuetudinario en los hechos, 

convirtiendo en la invocación de dicho derecho y la posibilidad de la actuación 

de la justicia comunal como un eximente de responsabilidad o una atenuante 

más que una instancia jurisdiccional o una institución con función 

jurisdiccional, circunstancia que desmotiva su aplicación, pues se puede 

concluir que todo caso debe pasar por la justicia ordinaria penal para que a 
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través de sus procedimientos e instancias se pueda determinar si era o no 

factible la aplicación de la justicia comunal o si esta permite generar la 

absolución del imputado, lo que finalmente no es el objeto o el motivo por el 

cual la justicia comunal recibió reconocimiento constitucional. 

Finalmente, aun ante dichas circunstancias poco claras y que podrían 

generar confusión con su aplicabilidad y/o implementación de esta justicia 

denominada comunal, se decidió aplicar las reglas del acuerdo plenario 

respecto a justicia comunal para ver la pertinencia o la aplicabilidad de la 

justicia comunal y que tan beneficioso era en la descarga procesal, dirigiendo 

el análisis exclusivamente al delito de usurpación, lo que conllevo al análisis 

de 56  carpetas fiscales  por el delito de usurpación que se presentaron 

durante los año 2019, 2020 y 2021, salvo algunas circunstancias  el nivel de 

aplicabilidad de la justicia comunal resulto alto, y solo obtuvo algunos 

contrastes en contra debido a que por ejemplo en el distrito llamado o 

denominado con el nombre de Baños que forma parte de la Provincia de 

Lauricocha no existe comunidades Campesinas reconocidas lo que genera 

directamente que no pueda ser posible la aplicación de otra justicia que no 

sea la de la justicia general o llamada también penal ordinaria, esta 

circunstancias en los 8 casos que se presentaron en dicho distrito, así como 

que en dos casos el agraviado es el estado lo que implica que la justicia 

comunal no puede decidir sobre agravios al estado, para el resto de casos la 

aplicación de la justicia comunal fue factible, siendo alta la descarga procesal 

alcanzada si se aplicaría la justica comunal. 

5.1. ¿EN QUE CONSISTE LA SOLUCION DEL PROBLEMA? 

Desde el principio de la investigación mencionamos siempre sobre el 

reconocimiento constitucional de la justicia comunal señalado en su Art. 149°, 

así como su reconocimiento y delimitación en el código procesal penal a través 

del artículo 18°, lo que implica que a diferencia de otros casos el problema no 

radica en su reconocimiento, tampoco en los requisitos requeridos para la 

aplicación de la justica comunal, pues ese aporte lo otorga el A.P. N.° 1-

2009/CJ-116, señalando claramente los requisitos objetivos necesarios, el 

problema radica en la inclusión dentro de las actuaciones fiscales el test de 
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aplicación que utilice las reglas del acuerdo plenario, este test debería ser 

iniciativa del Ministerio Publico que con su determinación aportaría a la 

solución del problema de la inaplicación de la justicia comunal, ahora bien al 

margen de dicha deficiencia el análisis de la investigación no busco identificar 

en momento de aplicar el test, o que test aplicar o cuales son los requisitos 

que lo componen o si existe algún requisito adicional  fuera del acuerdo 

plenario desarrollado sobre aplicación de la justicia comunal, el objetivo fue 

utilizar las reglas del acuerdo plenario y otras que existieran para aplicarlo al 

delito de usurpación y verificar si esta resulta o genera descarga procesal, que 

es un problema de eficiencia de las fiscalías, pues en gran mayoría estos 

casos de usurpación terminan archivados, sin embargo generan un desgaste 

de tiempo y recursos innecesarios, peor aún si este tipo de delito es muy 

habitual en la provincia como se puede apreciar de la información obtenida, 

por lo que el problema se complementa con lo mencionado al principio, en 

primer lugar se necesita la determinación administrativa de parte del Ministerio 

Publico señalando la aplicación o verificación de los requisitos contenidos en 

el acuerdo plenario ya tan mencionado en el presente trabajo de investigación 

para definir la derivación de los casos a la justicia comunal claro está; con el 

cumplimiento estricto de que se cumpla con cada uno de los requisitos 

determinados en el acuerdo plenario, lo que resultaría como se observa en 

una alta descarga procesal, disminuyendo la carga en las fiscalías, lo que 

finalmente generaría ahorro de tiempo y recursos para atender de mejor 

manera otros casos en su jurisdicción. 

Se optó por no tomar en cuenta otros delitos dentro de la investigación, 

sin embargo debemos considerar que es factible la aplicación de la justicia 

comunal en otros delitos, dejando en claro también la imposibilidad de 

ejercerlo en todos los delitos o en todas las jurisdicciones, generalmente por 

criterios de complejidad o gravedad de algunos delitos, así como la ubicación 

de algunas jurisdicciones sobre todo si como se observa de la información 

obtenida y presentada la presencia de las comunidades campesinas es 

significativa solo en algunas jurisdicciones, una aplicación general o  con un 

mayor grupo de delitos permitirá una mayor descarga procesal en las fiscalías 

de Lauricocha que bien podrían ser replicado en otras jurisdicciones del país 
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donde las comunidades campesinas tengan preponderancia o presencia 

importante en los territorios, así como un reconocimiento y un sistema 

organizativo  suficientemente sólido permitiendo así implementar la justicia 

comunal. 

Habiendo desarrollado y descrito todas las circunstancias alrededor de 

la justicia comunal y la descarga procesal en el delito de usurpación, se puede 

señalar que la solución es definir claramente el momento en el que se califica 

la aplicabilidad de la justicia comunal, en caso de esta investigación para el 

delito de usurpación (así como se podría hacer en otros delitos) determinado 

por una norma administrativa que señale que todo caso donde se presente la 

concurrencia de los elementos requeridos en el acuerdo plenario N.° 1-

2009/CJ-116, debe aplicarse y tramitarse en la jurisdicción  comunal, 

mostrando así el reconocimiento  al fuero comunal, por lo que acreditándose 

la presencia de cada uno de los  requisitos planteados y exigidos para la 

aplicación de la justicia comunal, la justicia ordinaria o también llamada 

general  o de aplicación genera debe en función del control descrito de 

elementos declararse incompetente para llevar a cabo el proceso y 

procedimiento penal y declinar a favor de la jurisdicción comunal.    

5.2. SUSTENTACION CONSISTENTE Y COHERENTE DE SU 

PROPUESTA 

Luego del recorrido realizado por esta investigación la propuesta de 

solución que se determina, implica una inclinación administrativa más abierta 

a la convivencia que debe surgir  dentro del territorio  del país, justificado en 

su pluriculturalidad entre la justicia penal ordinaria y la justicia comunal, una 

delimitación significativa entre las reglas propuestas por el acuerdo plenario y 

su aplicabilidad en ese tipo de delitos, resultaría coherente señalar que un 

trabajo de ese tipo podría ser arduo y tedioso, sin embargo ya existen normas 

procedimentales que han hecho esa distinción en cuanto a la aplicabilidad de 

ciertos procesos o actos procesales, ya sea por las cualidades del delito, 

considerando aspectos como la complejidad, la gravedad o el perjuicio 

ocasionado o que en este caso en particular se adapten a una jurisdicción 

determinada o una institución determinada, un claro ejemplo son los 
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beneficios penitenciarios o las conversiones de pena que están dirigidas o son 

aplicables solo a ciertos delitos descartando otros y que denotan finalmente 

un estudio significativo de procedencia como ya se señaló evaluando 

diferentes aspectos, ante ello no sería  lejana la posibilidad de aplicar ese 

mismo criterio a fin de finalmente implementar un test de procedencia que 

permita la aplicabilidad de la justicia comunal (requisitos del acuerdo plenario) 

con ello las fiscalías deberán evaluar si el caso se encuentra dentro de los 

límites de su jurisdicción penal, sin duda un factor importante que permitirá la 

implementación de los conceptos en torno de la justicia comunal, pero este no 

puede ser un limitante pues como ya se mencionó este actúa en función a sus 

costumbres ancestrales y las normas y estatutos existentes actualmente, la 

descarga procesal generada será objetiva y palpable y su aplicación permitirá 

obtener resultados e información que luego dará paso a evaluar las dudas y 

los cuestionamientos a la justicia comunal que podrá ser evaluado en 

contraste con los resultados que se obtiene en el derecho penal ordinario. 

Se ha podido apreciar que en muchos casos donde la justicia penal 

ordinaria ha actuado sin considerar la justicia comunal como una alternativa, 

luego de un proceso largo y tedioso que incluso paso por todas las instancias 

terminan con una absolución al señalar que los hechos estuvieron amparados 

en el derecho consuetudinario, lo que implica un gasto de recursos para un 

resultado excluyente del derecho penal, una decisión interesante es la que se 

presenta por ejemplo en el Juzgado unipersonal Sede Acobamaba de la 

región Huancavelica, expediente N.° 00087-2018-19 donde el juzgador 

resuelve en sentencia la incompetencia del juzgado Especial Penal 

Unipersonal, señalando además que en el caso visto corresponde declinar la 

competencia a favor de la jurisdicción especial comunal de Puca Cruz y 

Chanquil, señalando que su sistema de justicia comunal es quien debe brindar 

una solucion a la controversia  respecto a la posesión del predio materia de 

disputa denominado  Cielo Pucku,  esta decisión sobre el delito de usurpación 

se avala en el hecho tangible que las tierras en disputa son comunales y las 

afectaciones  o supuestos hechos fueron cometidos por comuneros con 

derecho reconocido lo que implica que se requiera aplicar  una verificación de 

los requisitos del acuerdo plenario sobre la materia para la determinación de 
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la jurisdicción competente, este tipo de decisiones abren paso al debate si es 

necesario llegar a la etapa intermedia o de juzgamiento para determinar la 

competencia o dicho de otro modo declinar la facultad competencial  en favor 

de la justicia comunal,  si bien es cierto todos los casos penales son diferentes, 

sin embargo esto no significa que no se puede estandarizar ciertas 

circunstancias o temas como el caso de la aplicación de la justicia comunal, 

lo que aumenta la necesidad de una implementación dentro de las 

actuaciones fiscales que permitan identificar su aplicación, luego se definirá 

en merito a sus resultados si  es sostenible en el tiempo, que permitirá 

adecuarla o incluso suprimirla, nada podrá determinarlo excepto su aplicación 

que permitirá su consolidación con los beneficios que genere como lo es la 

descarga procesal o quizá su extinción o reformulación a nivel penal y 

constitucional, incluso si el camino final es desactivarla por completo o ser 

absorbida del todo por la justicia penal ordinaria; mientras no exista un real 

interés de su aplicación no existirá una real visión de su sostenimiento en el 

tiempo, el riesgo podría ser alto y la decisión de que las cosas funcionen tal y 

como están es una posibilidad, pero esa decisión no toma en cuenta el 

dinamismo del propio derecho y del desarrollo de las sociedades, donde el 

cambio es una constante. 

5.3. PROPUESTA DE NUEVA HIPOTESIS  

La investigación tuvo como hipótesis general que “Existe descarga 

procesal si se aplica la justicia comunal en el delito de usurpación en las 

fiscalías de Lauricocha, 2019-2021” lo que nos llevó a analizar cuanto de los 

56 casos presentados eran factibles de aplicar la justicia comunal y por lo 

tanto medir de manera objetiva si su aplicación contribuye a la descarga 

procesal, esta correlación entre la aplicación de la justicia comunal y descarga 

procesal nos permitiría determinar la tendencia y si esta es efectiva, 

adicionalmente se decidió determinar porcentualmente cuanto es el alcance 

de descarga procesal alcanzado con la aplicación de la justicia comunal en el 

delito de usurpación que cumplan con los requisitos exigidos en el acuerdo 

plenario N.° 1-2009/CJ-116, siendo este resultado un total de 46 casos en los 

que se cumple el acuerdo plenario y solo 10 no cumplen las exigencias 
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requeridas para su aplicación obteniéndose en ese sentido un 82% lo que 

determina una alta descarga procesal, por  lo que  resultaría beneficioso para  

las fiscalías cuya jurisdicción se encuentra o tiene presencia significativa de 

comunidades campesinas o nativas la aplicación de la justicia comunal, 

siendo necesario una voluntad más dinámica para que ello ocurra, esto debido 

a que en un análisis a fondo de las circunstancias de su aplicación en los 

operadores del Ministerio Publico integrado por fiscales y asistentes de 

función fiscal, se  obtuvo  un resultado alentador respecto a la perspectiva que 

les generaba la aplicación de la justicia comunal en el delito de usurpación 

respecto a la descarga procesal, siendo optimista en que dicha circunstancia 

aportaría significativamente a la descarga procesal, sin embargo esto se 

contrasta con los resultados respecto a la viabilidad de su aplicación en  

relación a la preparación de las fiscalías para dicho objetivo siendo más 

conservadores frente a ese escenario, asimismo existe un alto porcentaje que 

aún mantiene su desconfianza en los resultados de la aplicación de la justicia 

comunal en el delito de usurpación, principalmente  impulsados como ya se 

mencionó antes por la desconfianza al propio sistema y criterio de las 

comunidades campesinas que ante los errores que se pudiesen presentar o 

los excesos que pudiesen cometer podrían afectar indirectamente la 

reputación del propio Ministerio Publico, a pesar que la constitución les otorga 

funciones jurisdiccionales entiéndase complementarios e independientes 

reflejada en la limitación mencionada en el artículo 18° del código procesal 

penal, la opinión general podría bien no entender estos límites y generar un 

cuestionamiento insano al sistema de justicia penal tanto ordinaria manejada 

por el Ministerio Publico, así como la justicia especial como es la que podrían 

aplicar las comunidades campesinas, esta circunstancia podría reflejar un 

carga montón al Ministerio Publico pues es este el ente  que a criterio de la 

mayoría de personas es la encargada de perseguir los delitos. 

A quedado claro que la justicia comunal aportaría a la descarga procesal, 

por lo que la hipótesis ha quedado corroborada con los resultados que no 

revisten mayor observación o análisis pues la incidencia y correlación entre 

su aplicación y la descarga procesal es alta, lo que nos lleva a analizar y 

contrastar las demás hipótesis, en primer lugar  se propuso que “existen 
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carpetas fiscales donde se debe aplicar la justicia comunal respecto al delito 

de usurpación en las fiscalías de Lauricocha,2019-2021”, esta conjetura se 

ponía en duda pues no existe una corroboración por parte de las actuaciones 

fiscales, que dentro de la investigación fue analizado mediante el análisis de 

expedientes donde  la incidencia de carpetas fiscales donde se podría aplicar 

la justicia comunal es alta, finalmente corroborada por el análisis y 

cumplimiento de los requisitos  por el acuerdo plenario, asimismo resulta 

relevante la evaluación realizada respecto a si existe normativamente algún 

requisito adicional respecto a los cuatro elementos establecidos en el acuerdo 

plenario N.° 1-2009/CJ-116 además del factor de congruencia, o si alguna 

decisión jurisprudencial a determinado otro requisito que podría ser aportado 

o analizado y posiblemente sumado a los ya existentes y definidos, siendo 

que del análisis realizado a la norma así como a la jurisprudencia no se ha 

determinado  ningún otro elemento, requisito o característica adicional exigida 

o requerida para la aplicación de la justicia comunal,  y solo se pudo observar 

en algunos casos  jurisprudenciales los elementos por los cuales se excluye  

la competencia de la justicia comunal. 

Al contrastar los resultados con los objetivos, estos han sido cubiertos 

plenamente y las hipótesis corroboradas, dando paso a la valoración de la 

investigación, pues finalmente se ha podido señalar que se ha corroborado la 

aplicación de la justicia comunal en el delito de usurpación que bien podrían 

ser resueltas por las propias comunidades campesinas, lo que implica la 

descarga procesal en la sede fiscal y extensivamente a la sede judicial, es 

importante por ello una mirada más interesada a la aplicación  y 

reconocimiento de la justicia comunal lo que implica también un 

empoderamiento de las comunidades campesinas en la regulación de su 

entorno en base a sus costumbres y usos habituales. 
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CONCLUSIONES 

Se ha determinado que la aplicación de la justicia comunal en el delito 

de usurpación que se investigaron en las fiscalías de Lauricocha durante los 

años 2019, 2020 y 2021, generarían una alta descarga procesal, resultado 

que podría ser extensivo a otros delitos y otras jurisdicciones. 

Se ha determinado que la justicia comunal es aplicable a un porcentaje 

alto en las carpetas de investigación generadas por el delito de usurpación en 

las fiscalías penales corporativas de Lauricocha durante los años 2019, 2020 

y 2021, lo que hace necesaria la implementación de un test para definir la 

competencia jurisdiccional en cumplimiento del A.P. N.° 1-2009/CJ-116. 

De la verificación normativa y jurisprudencial se ha determinado que la 

aplicación de la justicia comunal en el delito de usurpación que se investigaron 

en las fiscalías penales corporativas de Lauricocha durante los años 2019, 

2020 y 2021, tiene como únicos requisitos el cumplimiento de los cuatro 

elementos (humano, orgánico, normativo, geográfico) así como el factor de 

congruencia del acuerdo plenario N.° 1-2009/CJ-116., que deben existir en su 

totalidad para su procedencia. 

Los encargados de aplicar la justicia penal general dentro de las fiscalías 

de Lauricocha son optimistas respecto a la descarga procesal que se 

generaría por la aplicación de la justicia comunal en el delito de usurpación, 

pero se generan dudas y desconfianza respecto a la obtención de resultados 

positivos cuando se genere la aplicación de la justicia comunal. 
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RECOMENDACIONES 

Se recomienda la implementación gradual de la justicia comunal para 

generar descarga procesal iniciando con el delito de usurpación que se 

presenten en las fiscalías de Lauricocha, estableciendo un sistema de 

medición y monitoreo constante, para evaluar el impacto realizando estudios 

comparativos en diferentes contextos o jurisdicciones para determinar la 

aplicabilidad extensiva a otros delitos. 

Elaborar un test de competencia jurisdiccional que sea objetivo y claro, 

garantizando una distribución eficiente de los casos entre la justicia comunal 

y la justicia penal ordinaria, que permita una aplicación coherente y 

responsable en línea con los parámetros señalados en el acuerdo plenario N.° 

1-2009/CJ-116. 

 Fortalecer las bases de conocimiento y experiencia existente, llevando 

a cabo investigaciones adicionales y un análisis profundo sobre justicia 

comunal, con estudios cualitativos, análisis de casos individuales y las 

decisiones jurisprudenciales que generen; considerando los factores 

socioeconómicos y culturales, con la activa participación de las partes 

involucradas como son las comunidades campesinas y el Ministerio Publico. 

Establecer mecanismos de formación y capacitación adecuados que 

fomenten la participación de los operadores penales mediante talleres y 

sesiones informativas que generen comprensión y confianza a los 

procedimientos, así como a los resultados de la aplicación de la justicia 

comunal, involucrándolos en el proceso de diseño y planificación de su 

implementación, generando un sentido de propiedad y confianza en el 

proceso.    
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ANEXO 1  

MATRIZ DE CONSISTENCIA 

 

“LA DESCARGA PROCESAL EN APLICACIÓN DE LA JUSTICIA COMUNAL EN EL DELITO DE USURPACIÓN EN LAS 
FISCALÍAS DE LAURICOCHA, 2019-2021” 

PROBLEMAS OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES METODOLOGIA 

Problema General 
¿Existirá descarga 

procesal si se aplica 

la justicia comunal 

en el delito de 

usurpación en las 

fiscalías de 

Lauricocha, 2019-

2021?  

 
Objetivo General 

Determinar si existe 

descarga procesal 

si se aplica la 

justicia comunal en 

el delito de 

usurpación en las 

fiscalías de 

Lauricocha, 2019-

2021. 

 
Hipótesis General 

Existe descarga 

procesal si se aplica 

la justicia comunal en 

el delito de 

usurpación en las 

fiscalías de 

Lauricocha, 2019-

2021. 

Variable 
Dependiente: 
 
Descarga 
Procesal 

Alta descarga 
procesal 
 

De 67% a 
100% 
 

Tipo de investigación 
Aplicada 
Enfoque 
Cuantitativo 
Alcance o nivel 
Descriptivo - Explicativo 
Diseño 
 descriptivo causal explicativo 

 
Donde: 
O  = Observación. 
M  = Muestra. 
X, Y = variables. 
→  = Influencia (causa). 

 
Población y Muestra: 
 

 POBLACIÓN MUESTRA 

Carpetas 56 56 

Mediana 
descarga 
procesal 

De 34% a 66% 
 

Problemas 
Específicos 
 
¿Existirán carpetas 
fiscales donde se 
deba aplicar la 
justicia comunal en 

Objetivos 
Específicos 
 
Determinar si 
existen carpetas 
fiscales donde se 
deba aplicar la 

Hipótesis 
Específicas 
 
Existen carpetas 
fiscales donde se 
debe aplicar la justicia 
comunal en el delito 

Baja descarga 
procesal 

De 0 % a 33% 

Variable 
Independiente: 
 
Justicia 
Comunal 

Cumple todos 
los elementos 
objetivos y el 
factor de 
congruencia. 

Aplica la 
justicia 
comunal 
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el delito de 
usurpación en las 
fiscalías de 
Lauricocha, 2019-
2021? 
 
¿Cuáles son los 
elementos para la 
aplicación de la 
justicia comunal en 
el delito de 
usurpación en las 
fiscalías de 
Lauricocha, 2019-
2021? 
 
 
 
 
 
 

justicia comunal en 
el delito de 
usurpación en las 
fiscalías de 
Lauricocha, 2019-
2021. 
 
Determinar cuáles 
son los elementos 
para la aplicación 
de la justicia 
comunal en el delito 
de usurpación en 
las fiscalías de 
Lauricocha, 2019-
2021. 
 
 

de usurpación en las 
fiscalías de 
Lauricocha, 2019-
2021. 
 
Son cinco elementos 
objetivos y un factor 
de congruencia para 
la aplicación de la 
justicia comunal en el 
delito de usurpación 
en las fiscalías de 
Lauricocha, 2019-
2021. 
 
 
 

Cumple algunos 
de los elementos 
objetivos y el 
factor de 
congruencia 
 

Aplica la 
justicia 
ordinaria 
 

fiscales 

Fiscales 4 4 

Asistentes 
en función 
fiscal 

4 4 

TOTAL 64 64 

 
Técnicas e Instrumentos 

- Fichaje 
- Ficha de análisis de expedientes 
- La Encuesta tipo cuestionario 
 No cumple con 

los elementos 
objetivos y el 
factor de 
congruencia 

Aplica la 
justicia 
ordinaria 
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